
El presente trabajo da a conocer los antecedentes del extractivismo en 
Guatemala, para comprender la problemática social que está generando en el 
país. Hace un análisis del impacto social, ecológico, cultural, territorial, 
económico y político a raíz de su incursión en la obtención de minerales y 
petróleo, la construcción de hidroeléctricas y la industria de los monocultivos. Da 
a conocer cuáles son las obligaciones tributarias de la industria extractiva. 
Presenta un análisis de los efectos que la actividad extractiva genera en los 
territorios y pueblos afectados, la con�ictividad política generada, así como sus 
consecuencias sociales y económicas. También analiza las diversas estrategias de 
defensa que los pueblos afectados están aplicando para revertir los impactos 
negativos. 

Analiza cómo las organizaciones sociales y los pueblos indígenas afrontan el  
desafío de ser críticos con las consecuencias del extractivismo, generando 
análisis técnicos y políticos que les permita una mejor interpretación de los 
sucesos y cambiar el rumbo de las problemáticas generadas. El país se encuentra 
ante una con�ictividad sin precedentes. Los pueblos, desde sus territorios, están 
diciendo “YA NO MÁS” al saqueo, represión, destrucción de los ecosistemas y los 
recursos naturales; “YA NO MÁS” minería, transnacionales, corrupción. Al mismo 
tiempo demandan: queremos vida, ser escuchados, tomados en cuenta. Que se 
respeten nuestros territorios y nuestra cultura; no ser discriminados, explotados 
y marginados. Quieren un Estado que funcione en bene�cio de toda la población 
y no solo de una minoría.

El propósito de este trabajo es continuar aportando al debate y re�exión en 
temas de trascendental importancia para la vida de los pueblos, como son los de 
la industria extractiva y la gestión ambiental. Con este material esperamos 
promover el conocimiento, intercambio, coordinación y aprendizaje entre las 
organizaciones y movimientos que están interesados en estas temáticas y que 
conjuntamente se encuentren los mecanismos de diálogo necesarios para 
alcanzar una solución que bene�cie a toda la población, sin dañar los 
ecosistemas y la naturaleza en general.
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INTRODUCCIÓN

Vivimos en la tercera región con mayor inequidad del mundo,1 en medio de la voracidad de los mercados 
que, a escala planetaria, se han “repartido” los bienes de la naturaleza. Asistimos a un evento antiguo con 
rostro nuevo: la globalización del modelo neoliberal sustentado en el despojo sistemático de los países 
empobrecidos.  

La economía mundial descansa prioritariamente en la extracción y explotación de los recursos naturales 
de los países pobres, que son exportados y transformados en los países ricos. Los países con mayores 
recursos naturales, biodiversidad y saberes ancestrales son los que están mayormente condenados a la 
pobreza o a desarrollarse muy lentamente. Existen nuevas prácticas de extractivismo (neoextractivismo) 
que se remiten a las peores formas de extracción, como son la minería a cielo abierto y la extracción de 
hidrocarburos. La explotación también abarca: hidroeléctricas, petróleo, monocultivos, agua, bosques, 
ley para la protección de obtenciones vegetales (ley Monsanto) entre otros. Lo anterior evidencia formas 
de extracción más agresivas y sin precedentes en el país. Guatemala está sometida a todas las variantes 
mencionadas.

El país vive una etapa de difícil transición política y económica donde los intereses de los poderes 
(muchos fácticos) están por encima de las propias leyes. Está frente a un Estado casi inoperante que ejerce 
el poder con prepotencia. Los funcionarios (ejecutivo, legislativo y judicial), que el pueblo ha electo para 
que lo representen, solo buscan satisfacer sus perversas ansias económicas y políticas. 

Cada vez más, Guatemala se desquebraja por la impunidad, la corrupción, la violencia, la pobreza, la 
ausencia rotunda del Estado en cuanto a sus obligaciones hacia las mayorías en materia de salud, educación, 
alimentación, seguridad, paz, entre otros. También experimenta el creciente neocolonialismo económico 
que se traduce en la privatización de los recursos naturales en manos de empresas transnacionales y 
nacionales, la creciente deuda económica y las injustas relaciones comerciales.

El presente trabajo da a conocer los antecedentes del extractivismo en Guatemala para comprender la 
problemática social que está generando en el país. Hace un análisis del impacto social, ecológico, cultural, 
territorial, económico y político a raíz de su incursión en la obtención de minerales y petróleo, la construcción 
de hidroeléctricas y la industria de los monocultivos. Da a conocer cuáles son las obligaciones tributarias de 
la industria extractiva. Presenta un análisis de los efectos que la actividad extractiva genera en los territorios 
y pueblos afectados, la conflictividad política generada, así como sus consecuencias sociales y económicas. 
También analiza las diversas estrategias de defensa que los pueblos afectados están aplicando para revertir 
los impactos negativos. 

Analiza cómo las organizaciones sociales y los pueblos indígenas afrontan el  desafío de ser críticos 
con las consecuencias del extractivismo, generando análisis técnicos y políticos que les permita una mejor 
interpretación de los sucesos y cambiar el rumbo de las problemáticas generadas. El país se encuentra ante 
una conflictividad sin precedentes. Los pueblos, desde sus territorios, están diciendo “YA NO MÁS” al saqueo, 
represión, destrucción de los ecosistemas y los recursos naturales; “YA NO MÁS” minería, transnacionales, 
corrupción. Al mismo tiempo demandan: queremos vida, ser escuchados, tomados en cuenta; que se 
respeten nuestros territorios y nuestra cultura; no ser discriminados, explotados y marginados. Quieren un 
Estado que funcione en beneficio de toda la población y no solo de una minoría.

1 Reporte Mundial del Índice Gini, Conferencia Mundial Naciones Unidas 2012.
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El propósito de este trabajo es continuar aportando al debate y reflexión en temas de trascendental 
importancia para la vida de los pueblos, como son los de la industria extractiva y la gestión ambiental. 
Con este material esperamos promover el conocimiento, intercambio, coordinación y aprendizaje entre las 
organizaciones y movimientos que están interesados en estas temáticas y que conjuntamente se encuentren 
los mecanismos de diálogo necesarios para alcanzar una solución que beneficie a toda la población, sin 
dañar los ecosistemas y la naturaleza en general.

Como resultado de la actualización de este estudio fue posible aproximarnos a las siguientes conclusiones:

 n Las riquezas del país siguen siendo saqueadas, ahora en complicidad con gobiernos, oligarquía 
nacional, transnacionales, tratados y acuerdos comerciales, bloques económicos, banca 
internacional. 

 n Históricamente, Guatemala ha sido víctima de un sistema y un orden nacional e internacional que 
ha profundizado los problemas estructurales de inequidad y desigualdad. 

 n El extractivismo y sus nuevas prácticas se han logrado afincar por el debilitamiento del Estado como 
ente regulador en la búsqueda del bien común. Por el contrario, actúa en favor de los intereses del 
sector económico dominante nacional y transnacional.

 n Las/os guatemaltecas/os más afectados por el montaje de los megaproyectos de todo tipo, han sido 
los pueblos indígenas, quienes han respondido movilizándose y defendiendo sus territorios ante la 
conflictividad generada por estas iniciativas.

 n El Convenio 169 de la OIT y otros instrumentos internacionales establecen que es necesario tener 
el consentimiento de los pueblos indígenas para la ejecución de cualquier proyecto que les afecte, 
lo cual podrán hacerlo de acuerdo a sus formas de organización ancestral. Pero ni el Estado, ni las 
leyes internacionales han facilitado las condiciones para que las normas sean reconocidas. Así lo 
demuestran las más de 70 consultas comunitarias realizadas y que las leyes e instituciones del país 
han declarado no vinculantes.

 n Continuar con las consultas de buena fe, manifestará y evidenciará el rechazo generalizado que 
existe al extractivismo, pero difícilmente se podrá detener la entrada de las máquinas excavadoras. 

 n La ausencia de un ente regulador que fiscalice y garantice efectividad y transparencia en el manejo 
de las obligaciones fiscales de las empresas extractivas, deja la puerta abierta para que estas tributen 
lo menos posible, utilizando prácticas de evasión y elusión fiscal que erosionan la base tributaria 
del país.

 n La reducción de los marcos tributarios, la creación de verdaderos paraísos fiscales y de un sistema 
de privilegios para la industria extractiva han hecho de Guatemala un país sometido a los designios 
y a la influencia de las grandes empresas e intereses transnacionales.

 n A nivel de Latinoamérica, Guatemala está entre los 15 países con índices de extracción y exploración 
más altos. Sin embargo, registra los niveles más bajos de recaudación fiscal por estas actividades. 

 n Es necesario mejorar la distribución de los beneficios producto de la actividad minera para destinar 
obligatoriamente un alto porcentaje a la reparación del daño, las medidas sociales compensatorias 
y un fortalecido sistema gubernamental de control.
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 n Es importante analizar con más determinación y crítica los mecanismos institucionalizados que dan 
seguimiento a la transparencia de la actividad extractiva, como es el EITI, establecido y orientado 
para legitimar y respaldar la industria extractiva en el país. Si se asume participar en estos espacios 
será necesario establecer una estrategia de acción política y una genuina representación. Si la 
determinación es no participar, se podrían generar iniciativas para auditar críticamente la actividad 
extractiva (informes alernativos). La incidencia política y la implementación de acciones pertinentes 
para evidenciar a los mecanismos creados por el propio sistema, como la EITI, pueden ser otras 
herramientas para la denuncia nacional e internacional.

 n La movilización social aún es una expresión desarticulada que necesita consolidarse para incidir en 
los cambios políticos y económicos que el país necesita. Los retos siguen siendo: la aprobación de 
una nueva ley de minería, la Ley de Desarrollo Rural Integral, un nuevo pacto fiscal que incluya una 
nueva política tributaria para las empresas extractoras, entre otras.

 n En situaciones de extrema violencia como la actual, la violencia masculina y patriarcal es evidente, 
pero ahora con la presencia más activa de mujeres que la visibilizan y la enfrentan desde referentes 
como la expresión, la resistencia, la autonomía y el establecimiento de pactos en los momentos y 
con las personas con las que es posible hacerlo.

 n El conflicto provocado por la falta de escucha y consulta, por el irrespeto y la imposición, continuará 
en las comunidades, mientras los gobiernos nacional y municipal, las empresas y hombres no 
acepten los mecanismos y actitudes que se requieren para establecer diálogos entre iguales.

 n Las mujeres están construyendo propuestas, están avanzando en ellas, para continuar defendiendo 
la vida en los territorios.

 n Las mujeres están actuando en un escenario profundamente crítico  que puede desencadenar 
consecuencias impredecibles para el país en términos políticos. 

 n Ante la parcialidad del Estado a favor de la agenda extractivista, surge una mayor resistencia desde 
los territorios y pueblos, y una vulnerabilidad de los derechos humanos en todas sus dimensiones.

Agradecemos a todas las instituciones y personas que participaron aportando sus conocimientos y 
experiencias para la realización de este trabajo.

Guatemala, diciembre 2014
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CAPÍTULO I: 
ANTECEDENTES DEL EXTRACTIVISMO  
EN GUATEMALA

La historia del extractivismo en Guatemala se caracteriza por tres períodos históricos:

1. Explotación Minera Colonial Encomendera

2. Modelo Monoproductor del Añil, Café, Algodón y Caña de Azúcar

3. Transnacionales de Minería a Cielo Abierto, Hidrocarburos, Hidroeléctricas y Biocombustibles

1. EXPLOTACIÓN MINERA COLONIAL ENCOMENDERA

Este período inicia con la invasión/conquista por los imperios coloniales del siglo XVI. La motivación por el 
descubrimiento “de nuevos territorios” era principalmente la búsqueda de metales preciosos como el oro, 
la plata y el plomo. En Guatemala, las primeras minas datan del año 1600 en Huehuetenango, cercanías de 
la Antigua Guatemala y en territorios aledaños a la actual ciudad capital.  

La explotación de estas minas se daba bajo el modelo colonial de encomiendas, explotación esclava 
hacia los pueblos indígenas. Se trataba del despojo de la tierra a sus dueños ancestrales, generando un 
desplazamiento poblacional forzoso hacia las áreas de trabajo por encomienda. Este trabajo fue regulado 
por las Reales Cédulas que determinaban todos los asuntos mineros. También se utilizó el sistema de 
Capitulaciones. Las Reales Cédulas y las Capitulaciones solo eran otorgadas a la nobleza. Las leyes, incluyendo 
los asuntos mineros, estaban recopiladas y formaban parte de las llamadas “Leyes de Indias”.  Esta etapa 
se extendió desde 1600 hasta 1881 y se denominó Régimen Minero Español, dado que el marco legal 
que sustentaba la acción minera seguía siendo regulado por el régimen Colonial Español. Este período se 
caracterizó por el uso de la fuerza de trabajo esclava, el envío de metales preciosos a España y el reparto de 
grandes dividendos entre los primeros terratenientes y funcionarios de la Colonia Española, en su mayoría 
criollos. Este reparto dio origen a numerosas riquezas de las familias “nobles” de Guatemala. 

Estas acciones contaban con estrictos registros de extracción, pero no contaban con igual rigurosidad 
en el control de las exportaciones y de las ganancias por el despojo de minerales preciosos a Guatemala 
que, siendo la Capitanía General de Centroamérica, concentraba además mucho de lo extraído en oro, plata 
y plomo en los países Centroamericanos.  Nótese que a pesar de que la “independencia” se da en 1821, las 
leyes vigentes sobre el tema extractivo no cambian sino hasta 60 años después, lo cual fue muy conveniente 
para la burguesía criolla de este país. Fue hasta el 16  de abril de 1880, mediante el decreto número 6, 
que comienza a normarse las explotaciones mineras bajo la jurisdicción del Ministerio de Hacienda. El 
negocio de la extracción de minerales siempre ha estado amparado en una legislación que beneficia al 
poder económico y que desde siempre ha sido un capítulo obscuro en el pago de tributaciones.

Otros emprendimientos mineros se dan desde 1860 y 1870 por empresas norteamericanas. Tal es el 
caso de Potts, Knight & Company que, además del oro y la plata, explotaron una diversidad de productos 
mineros metálicos y no metálicos como zinc, níquel, cobre, cobalto, hierro, cromo, magnesita, mármol, 
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entre otros. La extracción minera más allá de las grandes ganancias económicas significó el sometimiento a 
esclavitud de los pueblos indígenas de Guatemala. 

Fueron muchas las rebeliones, amotinamientos y sublevaciones que se dieron en las minas. De estas 
se tienen solo datos referenciales y que fueron aplacadas con represión y muerte. Desde entonces data 
la necesidad sistémica de recurrir a la represión como estrategia de sostenibilidad de prácticas laborales 
injustas.

2. MODELO MONOPRODUCTOR DEL AÑIL, CAFÉ, ALGODÓN Y CAÑA DE AZÚCAR

Este período está caracterizado por la implantación de monocultivos que respondían a las demandas 
del mercado europeo y que se extendieron en Guatemala y Centroamérica. Nuevamente, la fuerza de 
trabajo fue proporcionado por la población indígena dada en encomienda a españoles y criollos. Estos se 
convirtieron en grandes terratenientes a partir del despojo de las mejores tierras de los indígenas y con las 
mejores condiciones productivas. En el caso de Guatemala fueron la Costa Sur, las Verapaces, Izabal y partes 
del Oriente, las más codiciadas.

El primer monocultivo fue el añil, registrándose su primera exportación a Europa en el año de 1571. 
La fuerte demanda de este tinte hizo que el cultivo se multiplicara, teniendo su mayor apogeo entre los 
años 1590 y 1620. Este monocultivo mantuvo los volúmenes de producción hasta el siglo XVIII, cuando se 
descubrieron los tintes químicos en Europa y luego de una plaga de langostas que devastó las plantaciones 
del añil en 1800. Ante la caída del tinte, el café fue creciendo en importancia. Este nuevo monocultivo fue 
introducido por padres Jesuitas, alrededor del año 1700, en la ciudad de Antigua Guatemala. A partir de 
incentivos del Gobierno para la producción del café se multiplican los productores en distintas regiones del 
país, siendo los dueños de las grandes plantaciones, la misma burguesía oligarca criolla productora de añil, 
que se había enriquecido por el modelo de encomiendas.

Paralelamente a la producción del café, se da la introducción, desde Cuba y República Dominicana, 
de la caña de azúcar y el algodón, que se instalan utilizando nuevas formas de servidumbre de pueblos 
mestizos e indígenas. Las condiciones infrahumanas de trabajo en las fincas mono cultivadoras, en todo el 
país, fueron devastadoras. El número de personas muertas fue extremadamente alto, sin que se guardaran 
registros de ello.  

A este cuadro de monocultivos se agrega, el despojo de nuevos territorios, la implantación de empresas 
norteamericanas, en particular la United Fruit Company, con las plantaciones de plátano extensivas y 
banano en Izabal y regiones de Oriente y de la Costa Sur, las cuales fueron determinantes en la dinámica de 
una nueva economía mundial de los mercados estadounidenses y europeos.  

El derrocamiento del gobierno revolucionario en 1954 se debió a que afectó intereses de la United 
Fruit Company, lo cual determinó la intervención de la CIA que apoyó a la contrarrevolución dirigida por la 
oligarquía nacional.

En resumen, el extractivismo en su forma más cruel estuvo presente desde los años de la invasión y la 
colonia hasta mediados del siglo XX.
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3. TRANSNACIONALES DE MINERÍA A CIELO ABIERTO, HIDROCARBUROS,  
HIDROELÉCTRICAS Y BIOCOMBUSTIBLES

El cambio de configuración de la economía mundial, afectada principalmente por la guerra fría y por el 
crecimiento de la influencia de las empresas transnacionales, ha tenido una repercusión en el cambio de 
la matriz productiva a nivel de América Latina y el Caribe.  El crecimiento de la industria extractiva minera 
ha sido exponencial. Para lograrlo han sido modificados los marcos jurídico -legales y los mecanismos de 
operación de la industria extractiva en cada país; han sido instalados gobiernos de corte neoliberal que 
cumplan los designios de los organismos internacionales. Estos promulgan la liberación económica, el 
debilitamiento de los Estados y su papel rector de la economía y promueven que su papel sea velar por los 
desajustes provocados por la mano invisible en la economía. 

En esta dinámica, las transnacionales extractivas en minería, energía, (incluida la producción de 
biocombustibles), de telecomunicaciones y, más recientemente, del agua, han estado detrás de la firma de 
los Tratados de Libre Comercio, Acuerdos de Asociación y en la  conformación de bloques económicos. En 
complicidad con los gobiernos, han modificado o creado un marco regulatorio que ofrece todas las ventajas 
a la inversión extranjera, promocionando al país como un auténtico paraíso fiscal.  

Las modificaciones a la Ley de Minería contenidas en el decreto 48 -97, así como la adscripción de 
numerosas empresas mineras a la Ley de Fomento y Desarrollo de la Actividad Exportadora y de Maquila, 
(que les exonera de los impuestos de importación, IVA y otros), demuestra que estamos ante una irracional 
y agresiva escalada de explotación de los recursos naturales del país.

El Neoextractivismo ya no se reduce a la explotación de materias primas, sino que amplía su radio de 
acción hacia áreas como la obtención de patentes sobre plantas y vegetales; los derechos sobre el uso de 
la fuerza hidráulica y eólica para generación de energía; el robo sistemático de los  saberes y conocimientos 
ancestrales en el uso de plantas medicinales, entre muchas otras modalidades.

También ha creado una arquitectura económica que le permite la libre movilidad de capitales, el trato 
preferencial a la inversión extranjera. Pero sobre todo, creó los mecanismos para la elusión y evasión de 
impuestos en los países de origen de los recursos, como en los países receptores de las ganancias producidas 
por la acción extractiva. Esto se conoce como la doble no tributación.



Extractivismo y Derechos Humanos

12³³³³W

CAPÍTULO II:  
MAPA DEL EXTRACTIVISMO  
EN GUATEMALA

Los principales procesos extractivos en el país se pueden dividir en tres sectores:

1. Minas e hidrocarburos;

2. Energías biocombustibles;

3. Monocultivos, explotación maderera y explotación de vegetales.

1. MINAS E HIDROCARBUROS

El sector extractivo de minas e hidrocarburos ocupa el primer lugar por la importancia en el volumen de 
producción, exportación, ganancias y regalías.

1.1. MINAS

La explotación minera es la que más tiempo lleva en el país. La regulación legal de la actividad minera 
ha sido más o menos abundante, una buena descripción de esto se puede encontrar en el documento 
de Jaime Urrutia.2 De igual forma, se puede apreciar cómo esta legislación siempre tendió a beneficiar a 
las compañías extractoras, lo mismo sucede hoy con la industria en general. La diferencia que se puede 
encontrar en el documento de Urrutia es que hubo un tiempo en que se recuperaba el 7% de la ganancia del 
producto explotado. Hoy es el 1% de regalías, bajo el pretexto de incentivar la inversión extranjera en el país 
y así generar desarrollo. Con el decreto 48 -97 actual, Ley de Minería, “el Estado garantiza la exclusividad 
de la licencia para el área otorgada. Consecuentemente, los titulares gozan garantías que protegen las 
inversiones, concretamente es posible otorgar prórrogas sin más trámite”.3

Las compañías mineras tienen todas las facilidades legales y administrativas para trabajar en Guatemala. 
Se les otorgan prórrogas sin mayor trámite, lo mismo que las licencias de exportación. “La legislación 
creada durante el gobierno de Álvaro Arzú (1996-2000), abrió las compuertas para que transnacionales 
incursionaran en el campo de la minería”.4 No es casual que esta legislación haya sido creada durante 
ese gobierno. Arzú se caracterizó por ser uno de los principales impulsores de la corriente neoliberal en 
Guatemala (durante su mandato se privatizó la empresa estatal de teléfonos GUATEL, ahora TELGUA).

La existencia de una normativa para controlar estas actividades extractivas no ha sido un obstáculo 
para que se lleven a cabo y se sigan concediendo más licencias sin mayor trámite. Urrutia, citando a CALAS, 
señala las debilidades de esta ley:

 n Mientras la Ley de Protección al Ambiente (68 -86), define como obligatorios los estudios de 
evaluación de impacto ambiental para extender una licencia de aprovechamiento minero, la Ley de 

2 Urrutia, Jaime.  MINERÍA EN GUATEMALA.  http://jamesrock66.wordpress.com/mineria -en -guatemala.
3 Ibid. s/p
4 Ibid. s/p
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Minería (48 -97) deja a discreción de la Dirección General de Minería extenderla, aun sin los estudios 
aprobados.

 n La autoridad ambiental deja la posibilidad a la empresa para que, por medio de técnicos contratados 
por esta, rinda sus propios informes sobre los controles a daños que puedan ocasionar.

 n La Ley de Minería vigente no contempla ni garantiza mecanismos de inclusión, participación y 
consulta a las poblaciones afectadas en materia de las actividades mineras, lo que contradice la 
Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural y el Convenio 169 de la OIT. En ambos casos se 
requiere que las poblaciones afectadas sean informadas y otorguen su consentimiento a través de 
un mecanismo de consulta de buena fe.

 n La Ley de Minería contempla que la regalía minera se paga únicamente por los minerales metálicos 
declarados, no así por las denominadas tierras ácidas o raras (que incluyen oro, plata, otros metales 
y tierras inertes, cuando todavía no son separados).

 n El monto de las regalías no es negocio para el país, porque solo le corresponde el 0.5 por ciento al 
municipio y el 0.5 por ciento al Estado, pero en ninguno de los dos casos se garantiza que dichos 
recursos se reinviertan en desarrollo rural, mitigación y protección ambiental.5

Es una ley hecha a la medida de las empresas extractivas. Dentro de las debilidades de la ley se menciona 
que no se toma en cuenta la participación y consulta a los pueblos, como lo definen el código municipal, 
la ley de Concejos de Desarrollo Urbano y Rural y el Convenio 169 de la OIT.  No solo no contempla esto, 
sino que a quienes se expresan en contra de dichas actividades, se les criminaliza y persigue: “La minería, 
ya sea a cielo abierto o subterráneo, genera como se mencionó anteriormente, un rechazo y oposición 
por su impacto, no solo en Guatemala, sino en otros países como México, Colombia, Ecuador, República 
Democrática del Congo, Sudán, por mencionar algunos”.6

Este sector es regulado de manera institucional por el Estado de Guatemala a través del Ministerio 
de Energía y Minas, el cual ha estructurado un Viceministerio de Minería e Hidrocarburos. Este sector 
de minería e hidrocarburos representa el 72% de la renta extractiva del país. En el  más reciente informe 
de  fecha 2 de abril de 2014, la estadística minera presenta un total de 345 licencias vigentes:7 280 de 
explotación, 65 de exploración y 0 licencias  de reconocimiento. (Esto último se explica por la aprobación 
de una moratoria en el reconocimiento de nuevos emprendimientos mineros). En cuanto al trámite de 
solicitud de licencias se contabilizan 592. Lo anterior contrasta con los datos del Informe Anual Estadístico 
Minero del 2013, pues durante el año se tuvieron 359 licencias vigentes y 600 en trámite.

5 Ibid. s/p
6 Barrios, Johanna. Actividad minera en Guatemala. http://publicogt.com/2013/07/16/actividad -minera -en -guatemala/#_ftn2
7 Fuente: Estadísticas Mineras.  Viceministerio de Minería e Hidrocarburos página web Ministerio de Energía y Minas. 
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No se cuenta con información 
más reciente que la aportada en 
abril del 2014. Esto hace suponer 
que el volumen de licencias 
vigentes y en trámite sea mayor 
que el del año 2013, aún con la 
moratoria de reconocimiento 
y sin la aprobación de una 
nueva Ley de minas. De las 937 
licencias vigentes o en trámite, se 
encuentra una alta concentración 
en tres regiones del país: el 
noroccidente, que incluye 
San Marcos, Huehuetenango 
y Quetzaltenango; la región 
central, que incluye Guatemala, 
Baja Verapaz y El Progreso; la 
región nororiente, que incluye 
Alta Verapaz, Izabal y Zacapa. 
Entre las principales empresas 
con licencias otorgadas y vigentes 
se encuentran: Minera San Rafael 
S. A., Montana Exploradora S. A. 
y  Entre Mares.

“Existe una licencia de reconocimiento, perteneciente a Firecreek Resources S. A., para el 
proyecto ISA No.1 que abarca 2,492 km² en la costa sur, una extensión similar a la superficie 
territorial del departamento de Suchitepéquez (2,510 km²). Firecreek Resources pretende 
localizar áreas de posible explotación de tierras raras, wolframita, cobalto, cromita, hematita, 
zircon, ilmenita, magnetita, rutilo, níquel, monacita, casiterita, arenas y gravas”.8

1.2. HIDROCARBUROS

En el caso de la explotación, los departamentos afectados son Huehuetenango y Quiché, en la frontera 
adyacente a México,  Alta Verapaz y Petén. Esta actividad se suma a la minera en su contribución a un continuo 
deterioro de la naturaleza y el medio ambiente en general. Lo más significativo de estas explotaciones, 
además de las grandes ganancias que obtienen los propietarios de las compañías, es la gran pérdida de 
bosques y montañas. En el 2010, el caso de la Laguna del Tigre, zona considerada como protegida, fue 
ejemplar.

“Entre los casos más conocidos en contra del medio ambiente está la reciente autorización 
del gobierno para la explotación de petróleo dentro del Parque Nacional Laguna del Tigre, 
en el norteño departamento del Petén, pese a que es un área protegida. Dicha autorización, 

8 Dani Villatoro. Oro, plata y minas. Martes, 22 Mayo, 2012  - 00:00. http://plazapublica.com.gt/content/oro -plata -y -minas -0

Actividad Minera en Guatemala. Fuente: Ministerio de Energía y Minas.
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que permite la explotación petrolera por 15 años, fue criticada por sectores ambientalistas e 
implicará la construcción de vías de acceso y la contaminación de terreno por el petróleo y sus 
contaminantes”.9

En la revista Centroamérica y Mundo,10 de julio 2013, está la noticia que el gobierno de Guatemala había 
adjudicado permisos de exploración y explotación a empresas de varios países, entre ellos: Francia, Estados 
Unidos, Panamá, Colombia y Rusia. Las empresas beneficiadas fueron Perenco, Island Oil Exploration y 
Greenfields Petroleum Guatemala, Galax Garden Corp., Trayectoria Oil and Gas y Zacapa Energy Ltd. El 
anuncio fue hecho desde el Ministerio de Energía y Minas. El área que comprenden, según la misma 
noticia, es de 700,000 hectáreas e incluían los departamentos de Petén, Alta Verapaz, Izabal, Quiché y 
Huehuetenango. Según dicha noticia las justificaciones son las mismas: “aseguran, entre otros proyectos, la 
construcción de infraestructura, establecimientos educativos y centros de salud en cada sector”.11

Como se puede apreciar en el mapa, la actividad petrolera se desarrolló en diferentes etapas en todo 
el territorio nacional con  las mismas justificaciones que se dan respecto a la implementación de proyectos 
de minería, hidroeléctricas y demás megaproyectos. Para la implementación de estos megaproyectos, la 

9 Alfonso Anzueto. Anonymous  2010 -08 -30.  Publicado en Ansa Latina
10 Lezcano, Norma. 2013 -07 -09 http://www.estrategiaynegocios.net/csp/mediapool/sites/EN/CentroAmericayMundo/CentroAmerica/Guatemala/

GTSociedad/story.csp?cid=472478&sid=1422&fid=330
11 Ibid.

Fuente: Mapa SAVIA
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creación de infraestructura, especialmente carreteras, está en primer término, ya que sin ella no podrían 
transportar los materiales y equipo para funcionar, ni los medios para la comercialización. Y por supuesto, 
para evitar reclamos, se construyen escuelas  y centros de salud. Establecimientos que probablemente 
operarán, más o menos adecuadamente, mientras dure el tiempo de explotación.  “Las autoridades 
guatemaltecas sostienen que cada compañía adjudicada invertirá por lo menos US$ 40 millones por área 
(unos 320 millones de quetzales), durante los primeros tres años de cada contrato”.12

El área principal de los contratos de explotación para el sector de hidrocarburos, en particular para la 
exploración y explotación del petróleo, se ubica en los departamentos de Alta Verapaz, Izabal, Quiché y 
Petén (Biosfera Maya). Los contratos más grandes se ubican en el departamento de Petén, Alta Verapaz y 
Quiché, siendo las empresas Perenco Guatemala Limited, Petro Energy S. A., Latin American Resources y 
Empresa Petrolera del Istmo las involucradas. En el plano de exploración se suman tres empresas más: La 
Compañía Petrolera del Atlántico S. A., en la región de El Estor, en Izabal; City Petén, S. de R.L.,  en el norte 
de Petén; y Latin American Resources en los departamentos de Quiché y Alta Verapaz. Todos los proyectos 
petroleros se encuentran ubicados en regiones o áreas protegidas como Laguna del Tigre, Lago de Izabal, 
Parque Nacional Sierra de Lacandón, las cuales son parte del corredor biológico mesoamericano, la tercera 
región mundial de mayor riqueza en biodiversidad. En el mapa anterior se observan los principales puntos 
de exploración petrolero (contratos en fase de exploración en el 2014).

12 Ibid.

Fuente:  del Ministerio de Energías y Minas
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2. GENERACIÓN DE ENERGÍA

En el sector de generación de energías se encuentra la industria hidroeléctrica y otras fuentes alternativas 
como la eólica, geotérmica y solar. El porcentaje de generación hidroeléctrica es hoy del 52% de la factura 
eléctrica nacional y representa el 31% de la generación del sistema de intercomunicación eléctrica de 
Centro América.13 

La generación de energía, especialmente con la hidroeléctrica, aunque no es lo mismo que las mineras, 
también afectan pueblos y territorios, debido a que inundan terrenos aledaños a los cauces de los ríos 
donde se construyen los diques para almacenar el agua. Esto implica que, quienes viven en los alrededores 
del lugar donde será construida la represa, tengan que abandonarlo. Una de las historias más trágicas con 
respecto a este tipo de proyectos es la de la presa Chixoy. En las orillas del río Chixoy, donde se construiría 
la presa se encontraba la comunidad de Río Negro, Rabinal, Baja Verapaz. 

“En 1975 el Instituto Nacional de Electrificación (INDE) presentó el proyecto de construcción de 
la hidroeléctrica en la cuenca del río Chixoy, bajo el auspicio de [varias instituciones financieras 
internacionales como] Banco Mundial (BM) y el Banco Interamericano de desarrollo (BID)”.14 
“Sin embargo, los campesinos de Río Negro se resistieron a dejar sus tierras por varias razones. 
Aparte de que nunca se les consultó su opinión en cuanto al megaproyecto, “las autoridades 
pretendieron asentar a los pobladores de Río Negro en Pacux, un lugar árido, y en casas que 
rompían su esquema cultural de vida”.15

Lo que sucedió en los años siguientes fue terrorífico. Informes realizados sobre este suceso, narran 
cómo el ejército llevó a cabo acciones que provocaron conflictos entre la comunidad de Río Negro y Xococ, 
una comunidad vecina. En Xococ formaron Patrullas de Autodefensa Civil (PAC) y los instrumentalizaron 
para masacrar a los pobladores de Río Negro. En total 181 personas, entre mujeres, niños, hombres, 
nonatos, ancianos, embarazadas, fueron brutalmente masacradas. Aun hoy, los pobladores de las orillas 
del Chixoy esperan el resarcimiento. El 25 de octubre del 2014, una noticia de Prensa Libre,16 dice que 
serán destinados mil doscientos millones de quetzales en calidad de resarcimiento, los cuales serán 
entregados en un plazo de quince años. Esto es un promedio de 80 millones por año. La misma nota dice 
que doscientos millones serán destinados directamente a las once mil doscientas familias afectadas; a 
cada familia le tocarían Q. 17,857.00. Los otros mil millones serían para obras de desarrollo. El hecho es 
que hasta la fecha no se les ha entregado nada. Con fecha 8 de noviembre se formalizó el acuerdo de 
beneficio para las 33 comunidades afectadas.17 

Es un caso similar el de los pobladores de Santa Cruz Barillas, en Huehuetenango, quienes se oponen 
a la construcción de una hidroeléctrica. El gobierno amenazó con implementar el estado de excepción, el 
cual aún no se ha llevado a cabo. Como producto de las presiones de la población, se instaló una mesa de 
diálogo que inició el 8 de Octubre de 2014. 

Si bien es cierto que las hidroeléctricas pueden considerarse fuente de energía limpia, los beneficios 
para la población local son relativos, ya que los costos del servicio son caros en relación a las condiciones 

13 Ministerio de Energía y Minas. SICA y SIECA
14 Rodríguez, James. La hidroeléctrica Chixoy y el genocidio en Río Negro. MiMundo.org. Guatemala 2007. http://www.mimundo -fotorreportajes.

org/2007/08/la -hidroelctrica -chixoy -y -el -genocidio.html s/p
15 Ibid. s/p
16 http://www.prensalibre.com/noticias/comunitario/Nacionales -afectados -represa -Chixoy -dialogo -libre -es -una -obligacion -del -Estado -reparar -

danos_0_1236476347.html
17 http://www.guatemala.gob.gt/index.php/2011 -08 -04 -18 -06 -26/item/10222 -presidente -p%C3%A9rez -molina -formaliza -hist%C3%B3rico -acuerdo -

de -resarcimiento -por -caso -chixoy.
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de pobreza y pobreza extrema en las que vive. Por otra parte, los costos del desplazamiento desde sus 
lugares de habitación y trabajo hacia otra región, pudieran ser “aceptables” si de alguna manera la 
población considerara que se obtendría un beneficio real con ello. Por ejemplo, contar con un servicio 
barato y eficiente, pero, al contrario, lo que se ha dado es un servicio caro y poco eficiente.

Lo anterior se puede comprobar revisando una factura de DEOCSA -DEORSA, donde consta que el costo 
del kw/h es de Q. 0.84, aplicando la tarifa social. Sin embargo, se paga un cargo fijo mensual de Q. 14.56 
y otro por servicio de alumbrado público, sin IVA, de Q. 42.65, además del redondeo del mes anterior sin 
IVA. Total que deben pagar mensualmente Q. 57.21 más el redondeo. Esto con el agravante de que si se 
descompone alguna luminaria del alumbrado público, los vecinos son quienes deben pagarlo. Este pago 
podría equivaler a dos o más días de salario de un campesina/no.

 Fuente: Comisión Nacional de Energía Eléctrica.



Extractivismo y Derechos Humanos

19 ³³³³ O

La generación de energía a partir de fuerza hídrica se ha multiplicado, favorecida por la ley que dio vida 
a la Comisión Nacional de Electrificación y a la misma Ley de Electrificación, favoreciendo al sector privado. 
En el proceso de generación de energía funcionan actualmente 26 hidroeléctricas,  en 9 departamentos. Las 
principales áreas de generación son: la Boca Costa (se ubican hidroeléctricas en San Marcos, Quetzaltenango, 
Suchitepéquez y Santa Rosa), la región norte del Quiché, Alta y Baja Verapaz y Zacapa.

Con el aprovechamiento de la generación de energía hidráulica se asocia también el proceso de 
transporte y comercialización de la energía, la cual está en manos de empresas transnacionales de 
capital mixto colombiano -español -italiano y francés. Las principales hidroeléctricas en funcionamiento 
son: Chixoy, El Porvenir, Palín 2, Río las Vacas y Los Esclavos. Actualmente se encuentran en estudio o 
construcción 29 represas ubicadas en los ríos fronterizos con México en el departamento de Quiché, Petén 
y Huehuetenango. Las hidroeléctricas privadas más importantes que generan más de 20 mw, son: Grupo 
Enel/transnacional italiana, Iberdróla/Corporación transnacional española, Corporación Multinversiones/
familia oligarca guatemalteca Bosh -Gutiérrez, Grupo Terra/familia oligarca Facussé -Nasser. En el mapa se 
ubican las hidroeléctricas que funcionan en el país.

3. BIOCOMBUSTIBLES, MONOCULTIVOS, EXPLOTACIÓN MADERERA Y SAQUEO DE VEGETALES

El sector extractivo de los monocultivos contempla la producción de biocombustibles, explotación maderera 
y obtención de patentes de plantas y vegetales. El sector extractivo de biocombustibles ha crecido en 
extensas áreas de la Franja Transversal del Norte, varios municipios de Petén, la boca costa, el suroccidente 
y el sureste del lago de Izabal. Los principales productos de monocultivo son: caña de azúcar, palma africana, 
maíz, piñón, entre otros.

La producción de monocultivos también ha causado serios problemas a las comunidades que se 
encuentran a su alrededor. Este tipo de actividad agrícola, sobre todo la palma africana, la caña de azúcar 
y el cultivo de banano se caracteriza por utilizar grandes extensiones de tierra y una gran cantidad de agua. 
A las campesinas/os se les ha despojado, de una u otra forma, de sus tierras. A esto se añade la escasez del 
agua, debido a que para contar con la cantidad necesaria para regar, los dueños de estos cultivos desvían los 
cauces naturales de los ríos, dejando sin agua a las poblaciones que se abastecían de estos afluentes. Esto 
ha provocado severos problemas para la supervivencia de estas poblaciones. 

“Pero el sistema de producción de caña y palma, como muchos otros monocultivos, necesita 
de grandes cantidades de agua, las cuales utilizan desviando parcial o totalmente los ríos 
hasta sus cultivos. Esto lo hacen construyendo una serie de bordas y diques los cuales forman 
canales que transportan el agua, para luego distribuirla e irrigar las plantaciones. Esto genera 
una situación dramática para las comunidades locales; en época seca los ríos pueden quedar 
totalmente sin agua, afectando a los medianos y pequeños productores de ganado, a los 
agricultores locales y a las más de 15,000 personas que habitan la zona del río Coyolate y 
utilizan sus aguas”.18

“… pérdida de tierras para la agricultura, compras forzadas de tierras, desplazamientos 
y migraciones forzadas las cuales llegan hacia las áreas protegidas, en algunos casos las 
comunidades son señaladas de “invasoras” y de destruir el patrimonio natural, pero nunca se 
mencionan las causas y el origen de estos hechos. A esto se suma el uso abusivo de las fuentes 

18 Carlos Salvatierra. Guatemala: Monocultivos de palma y caña de azúcar lesionan a comunidades del río Coyolate. Guatemala 30 dic, 2010. Con el 
apoyo de Savia –Escuela de Pensamiento Ecologista -   y Comité de Unidad Campesina –CUC. 
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de agua, la competencia por el agua entre las grandes extensiones de palma africana y caña 
de azúcar con las comunidades rurales”.19

Como también lo señala Salvatierra, se agrega el problema de que: “… las fumigaciones aéreas con 
productos químicos para la maduración de la caña afectan también a los cultivos de frijol, maíz, coco, chile, 
entre otros”.

Esta forma de producción es completamente diferente a las formas tradicionales de producción agrícola.  
En Guatemala, la principal actividad agrícola es la producción de maíz y frijol, productos que han sido la 
base alimentaria fundamental de la población. La forma de producción de estos no es el monocultivo ya 
que se cultivan en asociación, maíz y frijol, maíz y ayote. Además de que se procura la rotación de la tierra. 
Es decir, se deja “descansar” la tierra por un tiempo prudencial. Se sabe que el frijol, por ejemplo, nitrogena 
la tierra, lo cual es fundamental para que los cultivos, en este caso el maíz, crezcan sanos. 

Es evidente que la forma tradicional de cultivo es mejor. Es una forma de cultivo para el consumo familiar 
y, en alguna medida, para la venta y, con esto, la obtención de recursos para resolver otras necesidades 
de la familia. Esta situación es totalmente contraria a la explotación extensiva e intensiva con fines de 
comercialización a gran escala para el enriquecimiento de unas pocas familias.

Además, este tipo de cultivo requiere la tala de árboles en grandes extensiones de tierra, lo que 
contribuye a la aceleración del cambio climático, con el agravante de que Guatemala está clasificada entre 
los países más vulnerables ante este fenómeno. Por supuesto, quienes más recursos tienen lo resolverán de 
acuerdo a sus capacidades, siendo los más pobres quienes al final pagarán la factura, como ha sido siempre. 

Como se puede observar en el mapa, 
hacia el sureste de Quetzaltenango y San 
Marcos ya existen plantaciones de palma 
africana. 

La producción de palma africana, chico 
zapote (árbol de resina de chicle) y plátano/
banano, cubre varios municipios de la Costa 
Sur, desde el departamento de San Marcos 
hasta el departamento de Escuintla. En 
este mismo rango productivo se encuentra 
la caña de azúcar y los ingenios azucareros 
cerca de Santa Lucía Cotzumalguapa, San 
Bernardino, San Antonio Suchitepéquez y 
Cuyotenango. En estas zonas son evidentes 
los niveles de inversión en infraestructura 
vial y su creciente conectividad con los 
puertos, dado que de la caña de azúcar se 
obtienen productos como el etanol de la palma africana se saca el biodiesel. En las regiones de Quiché, Baja 
y Alta Verapaz se concentra la producción de añil y cardamomo. El café se localiza en grandes extensiones 
en los departamentos de San Marcos, Quetzaltenango, Sololá, Sacatepéquez y Huehuetenango. 

19 SAVIA (p.19)

 Fuente: Asociación de Combustibles Renovables
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3.1. RÉGIMEN DE AGUAS

El régimen de aguas y la legislación vigente en materia de agua en Guatemala, tal como señala el estudio 
denominado “Situación del Recurso Hídrico en Guatemala”, es difuso, disperso y limitado. No se cuenta 
con ley ni administración especial. El régimen jurídico se integra supletoriamente por un sin número de 
disposiciones contenidas en distintos textos jurídicos, sin un concepto rector como lo podría ser el manejo 
integrado del recurso o integrador como podría serlo la previsión de un sistema nacional de planificación y 
presupuesto del agua.20

Dicho régimen y legislación beneficia a las grandes empresas agrícolas en detrimento de los pequeños 
productores, especialmente aquellos que se encuentran alrededor de estas empresas que se apropian 
de este recurso: “Resalta también la importancia del agua en la economía nacional al considerar que las 
principales exportaciones del país están relacionadas con el aprovechamiento de su riqueza natural, incluida 
el agua, dado que los productos más relevantes son bienes primarios y de extracción, tales como café, 
banano, azúcar, cardamomo, chicle y petróleo, se convierten en agua virtual y en su conjunto representan 
un ingreso de divisas para el país cercano a los mil millones de dólares”.21

Destaca del párrafo anterior el que se diga que estas actividades se convierten en agua virtual. El 
problema es que solo se puede usar el agua líquida, no otra. Por otro lado también destaca, el hecho que 
hay un ingreso de divisas cercano a los mil millones de dólares. Seguramente así es, y pudiera ser más. 
Sin embargo, esos son recursos económicos que no llegan a toda la población.  Se quedan en manos de 
los dueños de las empresas agrícolas. Ni las campesinas/os, ni las familias guatemaltecas en general, se 
benefician. En todo caso, como con las empresas mineras, se crean algunas fuentes de trabajo en las que 
se paga un salario mínimo que no alcanza ni para comprar la canasta básica de alimentos. No solo les llega 
muy poco de esos millones de dólares, sino además, muchos se quedan sin agua.

3.2. LEY DE ESPECIES VEGETALES

La acción de despojo más reciente fue la elaboración de la ley sobre obtención de vegetales, popularmente 
conocida como “ley Monsanto”. Monsanto es una transnacional de alimentos que entre otras actividades, 
se conoce por impulsar el uso de semillas transgénicas, es decir, tratadas genéticamente. Lo que caracteriza 
a estas semillas es que no se pueden reproducir. Una semilla de maíz transgénica se siembra y da maíz, pero 
la nueva semilla no va a germinar, precisamente porque ese tratamiento genético impide que se reproduzca. 
Esto obliga al campesino a tener que comprar la semilla para sembrar nuevamente una y otra vez. 

La diferencia con la semilla criolla es que, una vez realizada la cosecha, el campesino elige la mejor 
semilla y esta es la que sembrará en la próxima temporada. Con esto garantiza que tendrá, por lo menos, 
parte del sustento para él y su familia en ese año. Si usa semilla transgénica, el siguiente año tendría que 
comprar la semilla a esa empresa, u otras, y así cada año. Esto implica el empobrecimiento del campesino 
y su familia. Además, el poder que obtendrían estas empresas de alimentos transnacionales sería enorme. 
Ellos controlarían básicamente la alimentación de un pueblo, podrían poner los precios que quisieran a 
las semillas y se le tendrían que pagar o quedarse sin sembrar. Las repercusiones de esto en la vida de los 
pueblos, en su soberanía alimentaria, en sus prácticas ancestrales, serían fatales.

20 Situación del Recurso Hídrico en Guatemala.  Universidad Rafael Landívar,  Facultad de Ciencias Ambientales y Agrícolas –FCAA–, Instituto de 
Agricultura, Recursos Naturales y Ambiente –IARNA–, Instituto de Incidencia Ambiental. (2005)

21 Estrategia para la Gestión Integrada de los Recursos Hídricos de Guatemala. Diagnóstico. Gobierno de la República de Guatemala. Secretaría de 
Planificación y Programación de la Presidencia. 

 Banco Interamericano de Desarrollo. Guatemala, noviembre 2006.
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Ademas, se tiene la certeza de que este tipo de alimentos, al ser tratados químicamente, son causa 
de problemas de salud que pueden repercutir hasta en los niños que están por nacer. Por supuesto, estas 
empresas hacen propaganda en la que niegan estos efectos y presentan este tipo de semillas como la 
salvación de los pueblos, ya que según ellos, se puede producir más y mejor. Es el caso de un anuncio 
televisivo divulgado este año 2014, por parte de la industria azucarera, haciendo comparaciones con el 
Salvador, en donde se dice que la caña de azúcar con solo el dos por ciento del área cultivable del país, atrae 
muchos más recursos que otras actividades, lo cual se debe a la utilización de semillas mejoradas, es decir, 
transgénicas. Lo que no dicen es que para alcanzar dicha producción han desviado ríos, afectado bosques 
y a pequeños agricultores y, por supuesto, que esta industria es la que se queda con todos los recursos 
económicos que se generan. 

La ley sobre especies vegetales, o “ley Monsanto”, fue aprobada por el Congreso el 10 de junio del 2014 
con 82 votos a favor. Fue creada para proteger los “derechos” de quien haya patentado por primera vez 
una especie vegetal. A este lo llaman “Obtentor”, es decir, el dueño. En una conferencia, el Ingeniero Erik 
Granados explicó las particularidades de esta ley, destacando los aspectos más aberrantes de ella: quienes 
creen o descubran alguna especie vegetal podrían inscribirlas como nuevas especies y al mismo tiempo 
patentarlas, con lo que nadie más podría hacer uso de esta especie. La ley específicamente dice:

“Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene como objeto el reconocimiento y protección de los 
derechos del obtentor de una variedad vegetal nueva, amparado por un título de protección 
vegetal. De acuerdo a la ley de vegetales, un obtentor es una persona individual o jurídica que 
haya creado o descubierto y puesto a punto una variedad; persona que sea el empleador de 
la persona antes mencionada o que haya encargado su trabajo, salvo pacto contrario, o el 
causahabiente de la primera o la segunda persona mencionada, según el caso”. 

La ley de Vegetales tiene por objeto proteger y aumentar los privilegios de las grandes empresas, en 
este caso de alimentos. Además, se las ponen fácil ya que por variedad vegetal nueva se podría entender 
aquella variedad que no ha sido registrada. Al ser registrada por primera vez, se asume que es nueva y, de 
esta forma, el que la registra primero es el obtentor. Es decir, no solo puede ser el dueño de una semilla 
creada o alterada genéticamente, sino de cualquier otra especie vegetal que se registre por primera vez. Así, 
en poco tiempo, el campesino ya no podrá producir su propia semilla, ni siquiera de las especies vegetales 
que durante toda su vida ha consumido, porque ya una empresa las patentó. Es decir, se convirtió en dueña 
de tal especie vegetal y, ya como propiedad privada, el que haga uso de ella, sin autorización del dueño, cae 
en delito y, por consiguiente, será perseguido por la ley.

La aprobación de esta ley se dio en el momento en que se estaba llevando a cabo el mundial de futbol 
del presente año. Como es de suponer, nadie estaba atento a lo que pudiera hacer o no el órgano legislativo, 
de esta forma la ley pasó sin mayores problemas. Pero la ley fue derogada posteriormente ante el rechazo 
masivo y la movilización social para que fuera inhabilitada.
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CAPÍTULO III:  
EXTRACTIVISMO Y REGULACIÓN LEGAL

En el proceso de análisis, reflexión, debate y generación de propuestas, es fundamental conocer el marco 
legal de la actividad extractiva en el país. De ahí que analizaremos de manera general la legislación nacional 
e internacional que regula la actividad minera desde dos perspectivas: el marco legal que regula los permisos 
para la explotación extractivista (obligaciones y derechos) y la legislación que protege los derechos humanos 
y regula (mecanismos y procedimientos) la participación de los pueblos indígenas y población, en el marco de 
las autorizaciones de la exploración y explotación minera en los territorios y pueblos afectados. El propósito 
de este capítulo es proporcionar insumos a las organizaciones y movimientos sociales, en términos de leyes 
e instrumentos nacionales e internacionales que fundamentan y respaldan la lucha emprendida en defensa 
de sus derechos vulnerados con la actividad extractivista en el país.

1. MARCO LEGAL NACIONAL

Para entender la situación del conflicto en relación a la minería e hidroeléctricas, es necesario conocer lo 
que dice la Constitución Política de la República de Guatemala sobre estas actividades. En el artículo 121 se 
hace referencia a los bienes del Estado y se indica claramente en el inciso “e”, que es propiedad del Estado: 
El subsuelo, los yacimientos de hidrocarburos y los minerales, así como cualesquiera otras substancias 
orgánicas o inorgánicas del subsuelo. Pero el hecho de que el Estado sea declarado como el propietario 
no garantizaría nada en sí mismo. En relación a los bienes del Estado, en el artículo 125 (explotación de 
recursos naturales no renovables) se mandata lo siguiente: Se declara de utilidad y necesidad pública, la 
explotación técnica y racional de hidrocarburos, minerales y demás recursos naturales no renovables. El 
Estado establecerá y propiciará las condiciones propias para su exploración, explotación y comercialización. 

Queda claro que el propietario de hidrocarburos, minerales, etc., es el Estado y, en este sentido, es el 
único que puede disponer de ellos. Por eso es que declara como de “utilidad pública su explotación”. Los 
criterios para llevar a cabo esta acción se define en algunos de los artículos siguientes. Por ejemplo:

Artículo 118.- Principios del Régimen Económico y Social. El régimen económico y social de 
la República de Guatemala se funda en principios de justicia social. Es obligación del Estado 
orientar la economía nacional para lograr la utilización de los recursos naturales y el potencial 
humano, para incrementar la riqueza y tratar de lograr el pleno empleo y la equitativa 
distribución del ingreso nacional. Cuando fuere necesario, el Estado actuará complementando 
la iniciativa y la actividad privada, para el logro de los fines expresados.

Artículo 119.- Obligaciones del Estado. Son obligaciones fundamentales del Estado: 

a. Promover el desarrollo económico de la Nación, estimulando la iniciativa en actividades 
agrícolas, pecuarias, industriales, turísticas y de otra naturaleza; 

c. Adoptar las medidas que sean necesarias para la conservación, desarrollo y 
aprovechamiento de los recursos naturales en forma eficiente; 

d. Velar por la elevación del nivel de vida de todos los habitantes del país procurando el 
bienestar de la familia; 
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f. Otorgar incentivos, de conformidad con la ley, a las empresas industriales que se 
establezcan en el interior de la República y contribuyan a la descentralización; 

h. Impedir el funcionamiento de prácticas excesivas que conduzcan a la concentración de 
bienes y medios de producción en detrimento de la colectividad;

k. Proteger la formación de capital, el ahorro y la inversión; 

n. Crear las condiciones adecuadas para promover la inversión de capitales nacionales y 
extranjeros.

En la dinámica actual en el marco del extractivismo, se hace referencia a estos artículos cuando los 
movimientos sociales y comunidades tratan de impedir los trabajos de explotación minera; se les acusa de 
estar actuando fuera de la ley y por eso justifican el uso de la fuerza para hacerla  cumplir. 

Desde la perspectiva de los pueblos y territorios, las consultas comunitarias en contra de la minería 
son legítimas (porque surgen del pueblo y el poder está en el pueblo). Pero no son legales porque, desde la 
perspectiva de quienes hacen cumplir con la legislación (Legislativo y Ejecutivo), el Estado está garantizando 
la explotación minera, haciendo cumplir lo establecido en la Constitución. En ese marco argumentan que 
no se puede reconocer una consulta comunitaria porque los pueblos indígenas también son participes del 
régimen social y político en el que se encuentra la República de Guatemala. Lo son porque también votan, 
también son ciudadanas/os y, aunque se reconozcan como pueblos, incluso como Naciones, no tienen 
autonomía y se rigen por las leyes vigentes en la República de Guatemala. Por lo mismo, son sujetos de los 
derechos y obligaciones que surgen de las leyes, y si no cumplen con sus obligaciones, si violan la ley, el 
Estado, a través de sus instituciones, los castigará o hará que las cumpla.

En los artículos 63, 64 y 65 del Código Municipal también se aborda lo referente a la consulta. Sin 
embargo, una cuestión importante a tomar en cuenta al hacer consultas por parte de la sociedad civil, 
es que en ellas, para ser vinculantes, tienen que participar por lo menos el 50 por ciento de los vecinos 
empadronados (necesariamente tiene que participar el Tribunal Supremo Electoral). También se debe 
cumplir con que la consulta se realice a) A solicitud de las 2/3 partes del Concejo Municipal. b) A solicitud 
de por lo menos del 10% de los vecinos empadronados. c) A solicitud de las comunidades o autoridades 
indígenas. En esta tercera vía se señala una cuestión importante “… inclusive aplicando criterios propios de 
las costumbres y tradiciones de las comunidades indígenas”.

En este último caso, toda la comunidad debe tener claro quiénes son reconocidos como autoridades 
indígenas en el caso de que la consulta haya sido solicitada por ellos; si se quiere hacer a través de “criterios 
propios de las costumbres y tradiciones de las comunidades”. Estos criterios tienen que estar bien definidos. 
El segundo aspecto a tomar en cuenta es que solo quienes están empadronados pueden participar en la 
consulta.

1.1. ACUERDO DE IDENTIDAD Y DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS  -AIDIPI-: TERRITORIO Y 
RECURSOS NATURALES.

Uno de los temas centrales en las negociaciones entre la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
y el Gobierno fue el de los derechos de los pueblos indígenas. De la discusión de este punto surge el 
Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas. Entre los temas abordados en este acuerdo 
se encuentra lo referente al territorio, la tierra y los recursos naturales. Desde los considerandos de este 
documento, podemos encontrar puntos semejantes a los del Convenio 169, la Declaración de derechos 
de los pueblos indígenas de las Naciones Unidas y los DESC. Uno de esos considerandos hace referencia a: 
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“Que todos los asuntos de interés directo para los pueblos indígenas demandan ser tratados por y con ellos, 
y que el presente acuerdo busca crear, ampliar y fortalecer las estructuras, condiciones, oportunidades y 
garantías de participación de los pueblos indígenas, en el pleno respeto de su identidad y del ejercicio de 
sus derechos”.22

El apartado I. Identidad de los Pueblos Indígenas, inciso B, numerales 2 y 3, además señala el: “… 
compromiso constitucional del Estado de reconocer, respetar y promover estas formas de organización 
propias de las comunidades indígenas, se reconoce el papel que corresponde a las autoridades de las 
comunidades, constituidas de acuerdo a sus normas consuetudinarias, en el manejo de sus asuntos”.23 Esto 
implica que cualquier asunto que les competa a estos pueblos tiene que ser tratado con ellos, tomando en 
cuenta sus formas de organización propia. Dentro de los temas que son de interés colectivo de los pueblos 
indígenas, están los que se refieren al territorio, la tierra y los recursos naturales. Al respecto, el AIDIPI 
plantea en el apartado I: Identidad de los Pueblos Indígenas, numeral 2, inciso c, que uno de los aspectos 
que identifica a estos pueblos es:

“c) Una cosmovisión que se basa en la relación armónica de todos los elementos del universo, 
en el que el ser humano es sólo un elemento más, la tierra es la madre que da la vida, y el maíz 
es un signo sagrado, eje de su cultura. Esta cosmovisión se ha transmitido de generación en 
generación a través de la producción material y escrita por medio de la tradición oral, en la 
que la mujer ha jugado un papel determinante”.

En este marco se debe entender la relación de estos pueblos con la tierra; en el que el ser humano es 
solo un elemento más que interactúa con otros y que todos tienen la misma importancia. Un fuerte respeto 
por la naturaleza se deriva de esto, lo que por definición lleva a proteger los recursos naturales. Estos no son 
vistos como solo recursos, sino como elementos que también tienen vida y, por lo mismo, tienen que ser 
respetados. No es casual que a la tierra se le nombre como “Qanan ulew” (Nuestra madre tierra), ya que es 
la que alimenta, da protección, da todo lo que se necesita  para vivir bien.

También se hace referencia a la importancia de la tenencia de la tierra como derecho y como medio de 
subsistencia. Esto implica que los pueblos indígenas tienen derecho a beneficiarse de la riqueza económica 
que se pudiera obtener del aprovechamiento de lo que, en este caso, son recursos naturales. También se 
hace referencia a que se tiene que hacer “sin perjuicio de su hábitat”.

“F. Derechos relativos a la tierra de los pueblos indígenas: 1. Los derechos relativos a la tierra 
de los pueblos indígenas incluyen tanto la tenencia comunal o colectiva, como la individual, 
los derechos de propiedad, de posesión y otros derechos reales, así como el aprovechamiento 
de los recursos naturales en beneficio de las comunidades, sin perjuicio de su hábitat. Es 
necesario desarrollar medidas legislativas y administrativas para el reconocimiento, titulación, 
protección, reivindicación, restitución y compensación de estos derechos”. 

El gobierno se comprometió a consultar a los pueblos sobre cualquier medida que se pueda tomar los 
afecte, reconociendo la importancia especial que para las comunidades indígenas tiene su relación con 
la tierra. Para fortalecer el ejercicio de los derechos colectivos sobre la tierra y los recursos naturales, el 
Gobierno se comprometió a adoptar directamente, cuando es de su competencia, y a promover, cuando 
es de la competencia del organismo legislativo o de las autoridades municipales, las consultas y establecer 
coordinación con las comunidades indígenas afectadas. Pero no hay ningún protocolo, reglamentación 

22 Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas
23 Ibid.
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o procedimiento que defina los criterios de cómo deben ser las consultas. En el Convenio 169 se dice 
que deben ser libres, previas e informadas; que se deben hacer en las comunidades o regiones que son 
afectadas. Pero lo que ha sucedido es que llegan los personeros del gobierno o de las empresas, hablan 
con algunas pocas personas a las que de alguna manera convencen y con esto es suficiente para decir que 
han consultado. Quizá el criterio debería ser el mismo que se utiliza para que una consulta popular sea 
vinculante. El problema es que estos criterios se aplican para las consultas que provienen del pueblo, no 
para las consultas que debe hacer el gobierno. Según la Constitución, las consultas se hacen con el único 
fin de hacer cambios en las leyes, sobre todo a la Constitución, o por situaciones de carácter relevante y las 
convoca el congreso o el presidente. 

En el apartado de “Tenencia de la tierra, uso y administración de los recursos naturales”, de igual 
manera, se toman en cuenta muchos de los aspectos ya comentados. En relación a las acciones que deberá 
tomar el gobierno al respecto se hace referencia a lo siguiente: 

a) Reconocer y garantizar el derecho de acceso a tierras y recursos que no estén exclusivamente 
ocupados por las comunidades, pero a las que éstas hayan tenido tradicionalmente acceso para 
sus actividades tradicionales y de subsistencia (servidumbres, tales como paso, tala, acceso a 
manantiales, etc., y aprovechamiento de recursos naturales), así como para sus actividades 
espirituales; 

b) Reconocer y garantizar el derecho de las comunidades de participar en el uso, administración y 
conservación de los recursos naturales existentes en sus tierras; 

c) Obtener la opinión favorable de las comunidades indígenas previa la realización de cualquier 
proyecto de explotación de recursos naturales que pueda afectar la subsistencia y el modo de vida 
de las comunidades. Las comunidades afectadas deberán percibir una indemnización equitativa por 
cualquier daño que puedan sufrir como resultado de estas actividades; y 

d) Adoptar, en cooperación con las comunidades, las medidas necesarias para proteger y preservar el 
medio ambiente. 

En los 18 años que han pasado después de la firma de los Acuerdos de Paz, ninguna de estas acciones 
ha sido cumplida y ha sido groseramente manipulado lo referente a obtener la opinión favorable de las 
comunidades indígenas. En todo caso, se habla solo de una “opinión”, lo que no necesariamente obliga a 
algo.

Aun con la importancia de los Acuerdos de Paz para la vida del país, el avance de estos ha sido 
insuficiente. Por eso se crea la Ley Marco de los Acuerdos de Paz, publicada en el Diario de Centro América 
el 7 de septiembre del 2005. Con ello su cumplimiento adquiere un status de obligatoriedad. 

1.2. MEDIO AMBIENTE Y MARCO LEGAL

En el Manual de Legislación Ambiental de Guatemala se indica que la Comisión Nacional del Medio 
Ambiente (CONAMA) es la entidad rectora del ambiente en Guatemala; la encargada de asesorar, coordinar 
y aplicar la política nacional ambiental y que depende directamente de la Presidencia de la República. La 
legislación ambiental se encuentra dispersa en el ordenamiento jurídico por lo que le da competencia a 
diversas entidades gubernamentales en la gestión ambiental.24

24 Programa de las Naciones unidas para el Medio Ambiente. Manual de legislación ambiental de Guatemala. Con la colaboración del Instituto de 
Derecho Ambiental y Desarrollo Sustentable (IDEADS). Guatemala, marzo 1999 (p. 6)
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De esta forma el Organismo Ejecutivo, a través de la CONAMA: “… está obligado de velar porque el 
desarrollo nacional sea compatible con la necesidad de proteger, conservar y mejorar el medio ambiente”. 

Algunos de sus objetivos son:

 n Proteger, conservar y mejorar los recursos naturales del país, así como a prevenir el deterioro y mal 
uso o destrucción de los mismos y la restauración del medio ambiente en general.

 n Prevenir, regular y controlar las causas o actividades que originen deterioro del medio ambiente y 
contaminación de los sistemas ecológicos, y excepcionalmente, la prohibición en casos que afecten 
la calidad de vida y el bien común calificados así, previos dictámenes científicos emitidos por 
organismos competentes.

 n Crear toda clase de incentivos y estímulos para fomentar programas e iniciativas que se encaminen 
a la protección, mejoramiento y restauración del medio ambiente.

 n Propiciar el uso integral y manejo racional de las cuencas y sistemas hídricos.

 n Salvar y restaurar aquellos cuerpos de agua que estén amenazados o en grave peligro de extinción.

Con fines semejantes, en 1989 también se creó el Consejo Nacional de Áreas Protegidas (CONAP) el 
cual “… depende directamente de la Presidencia de la República y es el órgano máximo de dirección y 
coordinación del Sistema Guatemalteco de Áreas Protegidas, SIGAP”. Tiene personalidad jurídica propia y 
jurisdicción en todo el territorio nacional, sus costas marítimas y su espacio aéreo.  Para la situación que nos 
ocupa algunas de sus funciones más significativas son:

 n Propiciar y fomentar la conservación y el mejoramiento del patrimonio natural de Guatemala.

 n Planificar y coordinar la aplicación de las disposiciones en materia de conservación de la diversidad 
biológica a partir de los instrumentos internacionales ratificados por Guatemala.

 n Construir un fondo nacional para la conservación de la naturaleza.

En la Constitución de la República también se encuentran disposiciones con relación a la protección del 
medio ambiente. El Artículo 97 hace referencia a la obligación del Estado, las municipalidades y habitantes 
a: “… propiciar el desarrollo social, económico y tecnológico que prevenga la contaminación del ambiente y 
mantenga el equilibrio ecológico. Se dictarán todas las normas necesarias para garantizar que la utilización 
y el aprovechamiento de la fauna, de la flora, de la tierra y del agua, se realicen racionalmente, evitando su 
depredación”. El Artículo 64 señala como de interés nacional la conservación, protección y mejoramiento 
del medio ambiente natural. Sin embargo, el Artículo 125 da la pauta para que estos recursos, si bien tienen 
que ser protegidos, también pueden considerarse como de “Utilidad y necesidad Pública”, por lo que el 
Estado, a través de los Organismos Legislativo y Ejecutivo, puede establecer y propiciar las “condiciones 
propias para la exploración y explotación”. Lo anterior es contradictorio porque, por un lado se busca la 
protección del medio ambiente y, por el otro, se debe propiciar su explotación, aunque se haga énfasis en 
que esta tiene que ser racional, pero no está claro cuáles son los criterios de lo que debe ser racional. El 
artículo 126 se refiere a la reforestación del país, la protección de la flora cercana a lagos, ríos y fuentes de 
agua como urgencia nacional.

En cuanto al agua, el Artículo 27 dice: “Todas las aguas son bienes de dominio público, inalienables 
e imprescriptibles. Su aprovechamiento, su uso y goce, se otorgan en la forma establecida por la ley, de 
acuerdo con el interés social”. En el mismo Manual se hace referencia a que, si bien la “producción legislativa 
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en materia de medio ambiente ha sido vasta”, ha habido bastante limitación en cuanto a las políticas de 
gobierno de manera general, lo cual evidentemente afecta todo aquello que tiene que ver con el medio 
ambiente.25

2. MARCO LEGAL INTERNACIONAL

Existen instrumentos internacionales de los cuales se puede hacer uso para limitar las actividades extractivas. 
Dentro de estos instrumentos se encuentra el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo. 
Al respecto de la aplicación de estos convenios y tratados internacionales, es importante tomar en cuenta 
lo que señala la Constitución del país: “Artículo 46. - Preeminencia del Derecho Internacional. Se establece 
el principio general de que en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y 
ratificados por Guatemala, tienen preeminencia sobre el derecho interno”.

En este sentido, tanto el Convenio 169 de la OIT, como los DESC y cualquier otro instrumento ratificado 
por el Estado de Guatemala, tiene “preeminencia” sobre la misma Constitución. Es en este marco que debe 
hacerse la lectura de estos instrumentos. Uno de los más importantes es el Convenio 169 de la OIT, sobre 
todo porque hace referencia a la obligación de los Estados a consultar a los pueblos indígenas sobre todo 
aquello que les atañe o los afecte: “El establecimiento de mecanismos apropiados y eficaces para la consulta 
de los pueblos indígenas y tribales en relación con las cuestiones que les conciernen es la piedra angular del 
Convenio núm. 169, aunque sigue siendo uno de los principales desafíos que plantea la aplicación plena del 
Convenio en una serie de países. El Convenio exige que los pueblos indígenas puedan participar de manera 
eficaz en los procesos de toma de decisiones que puedan afectar sus derechos e intereses”. (OIT, 2009: 58)

En el mencionado Convenio, a través de una serie de artículos, se establecen los criterios sobre los 
cuales se tiene que hacer la consulta a estos pueblos, específicamente en los artículos 6 y 7.

“Artículo 6: Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán: a) 
consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a 
través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente”;

“Artículo 7: Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades 
en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, 
instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y 
de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. 
Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los 
planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles directamente”.

El artículo 15 es de particular importancia porque hace referencia explícita a la obligación que tienen los 
gobiernos de consultar, entre otros aspectos, sobre la explotación minera. El apartado 2 del artículo 15 hace 
referencia a que, aun cuando la propiedad de los minerales pertenezca al Estado; “… los gobiernos deberán 
establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si 
los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier 
programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados 
deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una 
indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades”.26 Se 
debe tomar en cuenta que las consultas tienen una finalidad, la cual se señala en el apartado 2 del artículo 

25 Ibid. (p. 15)
26 Convenio 169 de la OIT
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6“: 2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán ejecutarse de buena fe y de una 
manera apropiada a la circunstancias con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento 
acerca de las medidas propuestas”.

“En otras palabras, es necesario que los acuerdos o el consentimiento sean la meta a alcanzar 
de las partes, para lo que es fundamental que existan verdaderos esfuerzos para alcanzar 
acuerdos o lograr consentimientos”. (Guía, 2009: 62)

No obstante, más adelante, se afirma que el consentimiento puede no darse, en consecuencia puede 
evitarse o suspenderse la actividad minera: “Los pueblos indígenas deben poder participar mediante sus 
representantes libremente elegidos y sus instituciones consuetudinarias o de otra índole. La inclusión de 
una perspectiva de género y la participación de las mujeres indígenas son fundamentales, así como la 
participación de los niños y los jóvenes, según corresponda. Este proceso puede incluir la opción de negar 
el consentimiento. Se entiende que el consentimiento con un acuerdo por parte de los pueblos indígenas 
implica que lo han comprendido razonablemente”. (Guía, 2009: 64).

De acuerdo con el Convenio 169, el Estado es el responsable de llevar a cabo las consultas, es decir, 
siendo el Estado el responsable del bienestar del pueblo, también es el responsable de consultarle sobre 
aquellas medidas que lo puedan afectar, además de que es su derecho participar en todo aquello que 
le compete o le afecte: “Dentro del contexto del Convenio núm. 169, la obligación de garantizar que se 
efectúen las consultas adecuadas recae en los gobiernos y no en particulares o empresas privadas. El Estado 
es el responsable de garantizar que se tomen las medidas de consulta y participación necesarias”. (Guía, 
2009: 61)

Pero, en el caso de Guatemala, el Estado, a través del gobierno, es más un negociador de las empresas 
privadas que un representante del pueblo. Es más, ni siquiera es un negociador, sino un representante de 
los intereses de la minera. Esta es una percepción bastante difundida: “Durante más de dos años los vecinos 
de San José del Golfo y San Pedro Ayampuc resistieron provocaciones y humillaciones, hasta que la coalición 
gobierno-minera usó la fuerza bruta para tratar de quebrantar los ánimos. Violentaron la entrada a la mina 
y ‒como si nada‒ volvieron a trabajar fuertemente apoyados por las fuerzas de seguridad estatales”.27

2.1. DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES (DESC)

Otro instrumento legal internacional del cual se puede hacer uso para luchar contra la explotación minera 
y otro tipo de megaproyectos, es el Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(DESC). Desde sus considerandos se hace referencia a la obligación que tienen los Estados signatarios del 
Pacto, la cual es: “… promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades humanos,”. Los 
DESC también son parte de estos derechos y libertades humanos y, por eso,  los Estados están obligados a 
darles cumplimiento.

En los DESC se hace referencia a aspectos muy importantes como el derecho a la libre determinación 
de los pueblos. Esto implica establecer: “libremente su condición política y proveer asimismo su desarrollo 
económico, social y cultural”. Para lograrlo, el apartado 2 indica que: “… todos los pueblos pueden 
disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la 
cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho 
internacional. En ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia”. En relación 

27 Rey Rosa, Magalí. Sección Opinión, página 16. Prensa Libre. Viernes nueve de septiembre de 2014
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a la obligación del Estado, en la Parte II, Artículo 2, apartado 1, se hace referencia a la obligación que tiene 
el Estado de utilizar todos los medios para que la aplicación de los DESC sea efectiva.

Tanto el Convenio 169 como los DESC hacen referencia a la propiedad por parte de los pueblos 
indígenas de la tierra  y de los recursos que en ellas se encuentren (artículos 14 y 15 del Convenio). Solo 
estos instrumentos, en tanto signados por el Estado de Guatemala, deberían ser suficientes para limitar la 
actividad minera. No obstante, se puede encontrar un mayor respaldo en los Sistemas Internacionales de 
los Derechos Humanos. 

Dentro del Sistema Universal de Protección a los Derechos Humanos, además de la OIT y DESC, que 
son mecanismos convencionales de protección, también están los Mecanismos Extra convencionales 
de Protección. Entre estos se encuentra el Consejo de Derechos Humanos que tiene un apartado de 
Procedimientos Especiales: “… Procedimientos especiales se refiere a los mecanismos establecidos por la 
antigua Comisión de Derechos Humanos y asumidos por el actual Consejo de Derechos Humanos, con el fin 
de examinar, vigilar, asesorar e informar públicamente sobre las violaciones de los derechos humanos en 
un determinado país (mandatos geográficos) o sobre situaciones de violaciones de los derechos humanos a 
nivel mundial (mandatos temáticos).” (Galvis, s/a: 39).

Estos Procedimientos Especiales contemplan: a) Mecanismo de Expertos Sobre los Derechos de 
los Pueblos Indígenas. b) Relatoría Especial sobre la situación de los Derechos Humanos y Libertades 
Fundamentales de los Indígenas. Entre estos mismos Procedimientos también están: a) El Foro Permanente 
para las cuestiones indígenas de la ONU; b) Fondo de Contribuciones Voluntarias para los Pueblos Indígenas.

Otra instancia de carácter internacional  a la que se puede acudir es el Sistema Interamericano para la 
Protección de los Derechos Humanos (CIDH) que, a diferencia del sistema Universal de Derechos Humanos 
que funciona para todo el mundo, este solo opera a nivel del continente americano. En el Manual para la 
defensa de los derechos de los pueblos indígenas, se señala que no existen instrumentos específicos que: 
“… reconozcan los derechos de los pueblos indígenas como colectividad, pero sus instrumentos si contienen 
disposiciones que protegen derechos individuales de particular importancia para los pueblos indígenas. 
Estas disposiciones pueden ser invocadas por estos pueblos para la defensa de sus derechos”. (Ibíd.: 50)

Esto se especifica en el artículo 29 de la Convención Americana: “… ninguna disposición de la Convención 
puede ser entendida en el sentido de limitar el goce de las potestades reconocidas por las leyes o por otros 
convenios internacionales. En este sentido, es habitual que tanto la Comisión como la Corte se refieran a 
sus decisiones a convenios específicos para la protección de los derechos de los pueblos indígenas, como el 
Convenio 169 de la OIT, con el fin de dar un alcance más amplio a los derechos consagrados en la Convención 
Americana y los otros instrumentos interamericanos”. (Ibid: 50). Si bien no son instrumentos que hablen 
específicamente sobre los derechos colectivos de los pueblos, sí se puede hacer uso de estos en tanto se 
refieren a cuestiones importantes para los pueblos indígenas. De manera indirecta pueden ayudar a que 
los procesos en favor de los derechos de los pueblos lleguen a buen fin. En todo caso, son un soporte para 
aquellas leyes e instrumentos que sí hacen referencia directa sobre el extractivismo y sus efectos.
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2.2. INICIATIVA PARA LA TRANSPARENCIA DE LAS INDUSTRIAS EXTRACTIVAS A NIVEL INTERNACIONAL 
(EITI)28

Esta iniciativa surge en el 2002 y la adhesión a ella es voluntaria. La iniciativa pretende promover la 
transparencia informativa y contable, siendo su foco principal de atención la industria extractiva. El Consejo 
Internacional de la EITI, a través de la Secretaría Internacional, es el ente que evalúa a los países que desean 
ser parte de esta instancia. Guatemala se hace parte de esta iniciativa en marzo del 2011. El 10 de mayo 
del 2012 se publica el Acuerdo Gubernativo 96 -2012, a partir del cual se crea la Comisión Nacional de 
Trabajo para la Implementación de la Iniciativa para la Transparencia de las Industrias Extractivas (EITI). 
Una de las actividades de la EITI es la de promover el diálogo entre representantes del sector extractivo y la 
sociedad civil. Actualmente es la Comisión Presidencial de Transparencia y de Gobierno Electrónico el ente 
que preside la EITI.

De conformidad con los principios de la EITI, se establece que todas la partes interesadas (Estado, 
Empresas extractivas, Sociedad Civil, organismos multilaterales, financieras e inversionistas) pueden aportar 
con ideas y soluciones. La Comisión se estableció como una mesa de diálogo multipartito entre el Gobierno, 
representantes de las empresas (mineras, petroleras, entre otras), y organizaciones de la sociedad civil, 
incluidas organizaciones indígenas. Las partes integrantes de las “Multipartes interesadas”, impulsan los 
principios, objetivos y normas internacionales de la EITI mediante la EITI -GUA. Su finalidad es mejorar la 
gobernabilidad en las industrias mineras y petroleras del país.

Un aspecto relevante de esta iniciativa es que depende de un ente gubernamental pero es evidente 
que el gobierno favorece a la industria extractiva. Dados estos antecedentes, difícilmente puede pensarse 
que esta Iniciativa sea imparcial. En la elaboración del primer informe de conciliación, participó la Gremial 
de Industrias Extractivas (GREMIEXT), una agrupación del sector privado que forma parte de la Cámara de 
la Industria de Guatemala, CIG. Los interesados (gobierno e industria)  elaboraron el informe. Pero cuando 
se es juez y parte no hay imparcialidad. En el informe de la EITI del 2013, se establece como un avance que 
el Banco Mundial haya apoyado técnicamente la programación de un encuentro -conversatorio de carácter 
nacional con líderes de organizaciones indígenas.

En lo que se refiere a la participación de la sociedad civil, es claro que esta se da específicamente 
en función de la validación de una actividad que ha sido rechazada en toda la República de Guatemala. 
En el Acta No. 11 -2014, publicada en la dirección de la EITI, se aprecia con claridad que la participación 
de la sociedad civil es bastante limitada en número y con una representación no muy clara. En la lista 
de participantes que se presenta en el acta se menciona un representante suplente de Sociedad Civil, la 
Sociedad Civil ampliada y un representante de la Coordinadora de Organizaciones no Gubernamentales de 
Alta Verapaz  -CONGAV -.29 Fuera de esto, los demás integrantes de la Comisión son de oficinas del gobierno y 
de la iniciativa privada. Queda claro que en la EITI Guatemala no hay una representación real de la sociedad 
civil, a diferencia de otros países. Transparencia Internacional, capítulo Guatemala (Acción Ciudadana), se 
retiró de la EITI Guatemala, fundamentando su salida por la falta de espacio para la participación real de la 
sociedad civil.

En la misma acta, en puntos varios, se señala que la Embajada de Canadá está dispuesta a apoyar la 
implementación de la EITI, específicamente la participación de la sociedad civil en lo que sea necesario. Esto 
despierta suspicacias porque de ese país provienen algunas de las empresas mineras, como la Gold Corp. 
Las organizaciones críticas al instrumento que representa la EITI, fundamentan que no es una iniciativa 

28 Toda la información presentada sobre la AITI fue tomada de: http://www.mem.gob.gt/viceministerio -de -desarrollo -sostenible/eiti/
29 http://eitiguatemala.org.gt/2014/07/14/acta -11 -2014/
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que pretenda cuestionar a la industria extractiva, sino más bien que busca validarla y justificarla ante la 
comunidad internacional y al interior de Guatemala. La posición en las organizaciones sociales es que, así 
como está planteada la EITI para el país no es viable y va en contra de los intereses nacionales.

3. ESCENARIOS FUTUROS

 n En cuanto al marco legal, lo más probable es que este se siga manipulando para darle paso libre a 
los megaproyectos. El ejemplo paradigmático actual es la Ley Monsanto. En corto tiempo es difícil 
cambiar este escenario, porque se tendría que cooptar el Congreso y, para eso, tendría que ganar 
un partido con un proyecto nacionalista que priorice los intereses de la mayoría de la población, 
situación que en las actuales circunstancias es improbable.

 n Es claro que el binomio gobierno -empresas privadas (nacionales e internacionales), han desarrollado 
una estrategia que propicia la creación de condiciones para llevar a cabo sus proyectos. Es el caso de 
la creación de la EITI, que es una instancia que, a partir de su reconocimiento internacional, genera 
las condiciones subjetivas para la implementación o desarrollo de lo que sea de su interés y para 
invalidar los argumentos de quien se oponga. Así, por un lado, se cuenta con la legislación adecuada 
que respalda el extractivismo y, por otro, con las instancias que la validan y legitiman. 

 n La lucha por la defensa del territorio, por parte de los pueblos indígenas, corre el riesgo de debilitarse 
en el mediano plazo si sus acciones, como las consultas de buena fe, siguen sin ser reconocidas. Será 
necesario reforzar la organización comunitaria, ampliar la capacidad de incidencia política y aplicar 
aquellos instrumentos legales que puedan facilitar que los procesos de oposición y rechazo sean 
reconocidos legalmente para lograr parar el extractivismo en el país.

4. CONCLUSIONES

 n En cuanto a la aplicación de Convenios y Tratados Internacionales es un problema serio que estos no 
cuenten con reglamentos o procedimientos viables para la aplicación de sus propias resoluciones. 
Es el caso de las consultas a los pueblos. El gobierno puede consultar a dos o tres grupos de las 
regiones donde se llevarán a cabo las actividades de interés y con eso tienen para decir que hizo 
una consulta. 

 n El instrumento nacional que define con claridad los procedimientos para realizar consultas es el 
Código Municipal. El fundamento legal de las más de 70 consultas de buena fe es el que señala 
el Convenio 169 o la Declaración de Derechos de los Pueblos Indígenas. Por los mismos vacíos de 
estos instrumentos internacionales y del Estado mismo, la mayoría de las consultas no han sido 
reconocidas legalmente. Queda el desafío de trabajar para que estas consultas logren su propósito 
político y evidencien el rechazo al extractivismo en el país. Al mismo tiempo buscar que el Estado 
anule toda actividad de estos megaproyectos.

 n Otra limitación, además de la no especificidad de las leyes, es la corrupción. En la Ley de minería 
se contempla la oposición a este tipo de proyectos, vía por la cual se podrían evitar. También en la 
misma ley se contempla que debe existir un dictamen en el que se aclare que no habrá  impactos 
ambientales, o que estos serán resueltos. No obstante, a pesar de todas las investigaciones que se 
han hecho, sobre todo las llevadas a cabo por la Iglesia católica, que indican los efectos dañinos a la 
salud de la población, los dictámenes han sido favorables para la explotación minera. 
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5. RECOMENDACIONES

 n Los instrumentos internacionales legitiman y dan legalidad a las consultas en el marco de los derechos 
de los pueblos indígenas. Hay que hacer uso de ellas. Sin embargo, en cuanto a procedimientos, 
lo recomendable es seguir lo señalado en el artículo 6 del Código Municipal, a fin de que estas 
consultas sean vinculantes.

 n Los pueblos, por su parte, deben definir con claridad cuáles son esas instituciones o formas de 
organización propias que señala el Código Municipal, a fin de que respondan a lo planteado en los 
instrumentos mencionados. 

 n A la Sociedad Civil y los pueblos, incidir ante el gobierno, Congreso de la República, ONU y comunidad 
internacional para que estos vacíos en los instrumentos internacionales, sean contemplados y 
resueltos.

 n Instrumentos como el EITI, deben ser ampliamente debatidos al interior de las organizaciones 
y pueblos indígenas con la finalidad de buscar la objetividad y efectividad de su razón de ser y 
concluir si efectivamente son medios que pueden contribuir a generar una gobernabilidad justa, sin 
parcialidades.

 n Organizaciones sociales críticas al modelo extractivista han manifestado que el instrumento del 
EITI y su metodología pueden ser viables si se utiliza como medio para hacer auditoria social y 
fiscal (desde fuera de la EITI). Otra alternativa es la realización de informes alternativos periódicos 
en los cuales se analice objetivamente no solo la parte económica (números, rentabilidad, aporte 
fiscal), sino los impactos que a futuro tiene esta industria en la vida humana (incluir experiencias 
de víctimas), el medio ambiente, los derechos humanos y la gobernanza, entre otros. El informe 
alternativo debe contemplar un apartado de observaciones sobre el funcionamiento de mecanismos 
del EITI. El uso del informe alternativo puede tener diversos fines: trasladar observaciones al propio 
EITI (nacional e internacional), incidencia en el Estado y ser un medio para generar información a 
nivel nacional e internacional sobre el extractivismo en el país.
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CAPÍTULO IV:  
EXTRACTIVISMO Y CONFLICTIVIDAD

En este capítulo se aborda la conflictividad política que, en el marco del extractivismo, se ha generado 
en los territorios de los pueblos indígenas. Sus principales manifestaciones son: despojo, persecución 
política, represión, acciones legales, entre otras. El análisis se realiza en cada una de las modalidades del 
extractivismo: minería, hidroeléctricas, petróleo, monocultivos y régimen del agua. En otra perspectiva, se 
analizan las estrategias que los pueblos están aplicando en la defensa del territorio.

1. EXTRACTIVISMO Y MOVILIZACIÓN SOCIAL

Las consecuencias negativas de las actividades mineras, petroleras, hidroeléctricas y de los monocultivos 
exteriores como la palma africana, son más evidentes ahora. La población  más perjudicada, como suele 
pasar, es la más pobre, particularmente la indígena. Por lo general es en sus territorios donde se asientan 
estos proyectos mal llamados de desarrollo. Actualmente, no se dan grandes desplazamientos poblacionales 
como en la colonia, cuando poblaciones enteras eran evacuadas para que el señor encomendero se 
apropiara de sus tierras y las explotara, quedándose con las mejores tierras para el cultivo, dejando a los 
dueños originales en los lugares menos apropiados para la actividad agrícola. 

Actualmente, se compra la tierra con engaños, para luego llevar a cabo la explotación de los recursos. Lo 
significativo es que los pueblos están tomando consciencia de los problemas que estas actividades les traen. 
Se han dado cuenta que los supuestos beneficios que pregonan las empresas que impulsan esos proyectos 
no son tales. A unas pocas fuentes de trabajo les corresponden un gran número de calamidades como la 
escasez y contaminación del agua, problemas de salud de la población como consecuencia de los productos 
contaminantes que las minas utilizan, severos daños a las viviendas, deterioro del medio ambiente por la 
deforestación causada, aceleración del proceso de desertificación, ya de por sí intenso, pérdida de tierras, 
conflictos comunitarios, entre otros. 

Los impactos negativos, tan solo de la mina Marlin, son enormes. De acuerdo con Jaime Urrutia30 ha 
provocado conflictividad social, ambiental, agraria, competencia desleal de la industria minera hacia el 
agua, entre otros. Ante esta problemática ha habido una toma de consciencia social. Las comunidades 
afectadas han manifestado una definitiva oposición a tales actividades. Rechazo que ha sido prácticamente 
unánime. Arriba del 95% por ciento de la población se ha pronunciado por el NO. Es una lucha por la 
defensa del territorio y más allá del territorio, de la vida, de la sobrevivencia. Están claros que, de continuar 
con el saqueo de la naturaleza, su misma sobrevivencia como pueblos está en peligro. 

El mecanismo que se ha utilizado para manifestar su inconformidad ha sido la consulta popular. Como 
hemos visto, tal mecanismo está respaldado por distintas leyes nacionales e internacionales. Entre ellas la 
Constitución de la República de Guatemala, la ley de descentralización, los Acuerdos de Paz, el Convenio 169 
de la OIT, entre otros. La consulta popular se ha llevado a cabo prácticamente en todas las comunidades que 
se han visto afectadas por estos proyectos y aquellas que se ven amenazadas, debido a que los permisos de 
exploración ya han sido extendidos a las empresas interesadas. 

30 Urrutia, Jaime.  Minería en Guatemala. http://jamesrock66.wordpress.com/mineria -en -guatemala/



Extractivismo y Derechos Humanos

35 ³³³³ q T

Como consecuencia por manifestar su inconformidad, desde el año 2008, dirigentes de estas movilizaciones 
han sido perseguidos, amenazados de muerte, asesinados y encarcelados, entre otros. El gobierno ha llevado a 
cabo acciones que criminalizan a estos movimientos en defensa del territorio y de la vida, con ello ha justificado 
la utilización de la fuerza pública para enfrentar, detener y amenazar a los manifestantes.  

En el 2008, fueron enjuiciados en el tribunal de sentencia de San Marcos: Fernando Pérez Bámaca, 
Francisco Salomón Bámaca Mejía, Antonio Felipe Ramos, Patrocinio Hernández, Pedro Alejandro de 
León Castañón, Cristóbal Leonardo Pérez Hernández, René Pérez Velázquez por los delitos de coacción 
e instigación a delinquir, siendo condenados a dos años de prisión conmutables.31 Faustino Camey, fue 
secuestrado y torturado. No obstante esta situación, la población de los municipios afectados se sigue 
manifestando y organizando para detener la destrucción de su territorio y expulsar a las empresas, 
principalmente extranjeras, que se benefician de su riqueza.

Para las comunidades, los retos en la defensa de sus territorios son grandes. Sin embargo, el mayor 
reto ha sido superado: organizarse y ponerse de acuerdo en la lucha contra la minería. Este es un logro 
importantísimo, sin el cual no se hubiera podido plantear ninguna otra opción. Pero existen otros obstáculos 
que pueden impedir que las demandas de las comunidades sean cumplidas. Por ejemplo, la corrupción. Es 
conocido que estas empresas distribuyen dinero a quienes, de una u otra manera, tienen que ver o pueden 
influir para que se pueda o no llevar a cabo la explotación. 

Carlos Bulux, activista social y expresidente de los 48 Cantones de Totonicapán, nos plantea en una 
entrevista que, de aproximadamente 74 consultas llevadas a cabo hasta la fecha, solo dos han sido reconocidas 
oficialmente: la de Sipacapa y la de Mataquescuintla. Sin embargo, solo la consulta de Mataquescuintla fue 
vinculante. En esta lógica se dice que las consultas son legítimas; pero no legales; que  no cumplen con los 
requisitos que requiere el proceso legal. 

En la actualidad, tanto los pueblos indígenas como las organizaciones sociales, mantienen una permanente 
protesta en contra de la minería y los megaproyectos que afectan a las comunidades y sus territorios. Por 
ejemplo, el pasado 23 de junio del 2014, la Coordinadora de los Pueblos Mayas  -CPO -, llevó a cabo un bloqueo 
de carreteras para presionar a las autoridades a que detengan los proyectos mineros del Tambor en San José del 
Golfo y de las hidroeléctricas, también para protestar contra la represión policial en la Puya.

El gobierno de Guatemala sigue apoyando, incluso con la fuerza pública, la actividad minera. Se anuncia 
en la misma página web del Ministerio de Energía y Minas.32 Por ejemplo, anunciaron el 30 de mayo del 
2014, que el presidente Otto Pérez junto con el Ministro Erik Archila: “…inauguraron la Planta de Proceso 
Minero FeNix, que viene a beneficiar a la región con 1 mil 500 empleos directos y 4 mil empleos indirectos”.33

En el artículo de Gustavo Illescas, del 22 de julio de 2013, se hace referencia a la moratoria de expedición 
de licencias para la exploración minera y plantea que es una medida dilatoria para asegurar la operación 
de las mineras con los menores obstáculos. Afirma que se están dando tiempo (el gobierno) para preparar 
las condiciones necesarias para llevar a cabo sus objetivos: “Pero en el fondo no es que el presidente vaya 
en contra de los lineamientos del sector privado organizado, mucho menos del minero, ya que solo en el 
primer año del actual  gobierno (2012) se otorgaron 9 licencias de exploración y 12 de explotación minera.

La generación de empleos ha sido una de las banderas que el gobierno y las mineras enarbolan para 
legitimar la explotación extractiva y evitar que las poblaciones se opongan. Situación que en alguna 

31 Asociación para el desarrollo de San Miguel Ixtahuacán y Derechos en Acción. Maquivil.  Septiembre de 2008. Video
32 http://www.mem.gob.gt/2014/06/02/minera -en -el -estor -reactivara -comercio -con -5 -mil -empleos/
33 Ibid
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medida ha provocado división entre los pobladores, pues quienes se ven beneficiados con un empleo, se 
pronuncian a favor de la minería. La perversidad de esto es evidente debido al aprovechamiento que se 
hace de la población ante su necesidad económica. Quienes obtienen trabajo se ven obligados a respaldar a 
las mineras, aun cuando pudieran no estar de acuerdo con ellas. Si bien es cierto que se emplea a personas 
de la comunidad, son empleos limitados y se dan en las áreas menos calificadas.

2. CONFLICTIVIDAD

Después de la firma de los Acuerdos de Paz la dirigencia de organizaciones campesinas  afirmaba que: 

“…los pueblos comenzamos a construir propuestas de carácter de nación ‘reforma agraria con 
respecto al territorio’, con la intención de transformarlas en proyectos y programas, íbamos 
en la construcción de un nuevo estado, la democracia y la justicia”. (Daniel Pascual: 2009)34

Viejas razones, viejas luchas de los pueblos indígenas, nuevas estrategias de apropiación. Siempre ha 
sido por el despojo de la riqueza de los lugares donde se encuentran los pueblos indígenas. Primero fueron 
las mejores tierras cultivables y luego las tierras donde hay potencial minero, de generación de energía 
eléctrica, de aprovechamiento de recursos hidráulicos, de yacimientos de petróleo.  La represión ya no 
se da por un ejército invasor, sino por las mismas fuerzas de represión local. Ahora no es necesaria la 
colonización ni la invasión para saquear los pueblos. Las leyes y tratados internacionales, comerciales y 
políticos, posibilitan el saqueo. Ahora son las empresas nacionales, transnacionales y multinacionales las 
que vienen a dar cuentas de vidrio por oro. Cuando no se accede, el método de convencimiento es el mismo 
de la época de la conquista; la represión policíaca y militar.

No es de balde el rechazo al modelo neoliberal ya que, en la firma de los tratados o acuerdos de “libre” 
comercio, se especifica que tienen que haber condiciones de seguridad para las inversiones extranjeras. 
Esto implica condiciones de seguridad política y también el uso de la fuerza. 

“Ahora se evidencia la disputa del territorio, de los rincones de los pueblos indígenas donde 
se resistió, donde se acumulan las riquezas naturales, debido a los recursos que ahí existen”. 
(Daniel Pascual: 2009)

“6. El gobierno debe responder a estas exigencias de la Comunidad Internacional y debe 
respetar la decisión de estas comunidades y las consultas comunitarias de buena fe que han 
rechazado las 459 concesiones en  territorios  indígenas (259 de explotación, 136 de exploración 
de minerales, 64 proyectos hidroeléctricos) que ha avalado, decidido o compartido el actual 
gobierno, así como rechazar la prórroga del contrato de operaciones petroleras en el Parque 
Nacional Laguna del Tigre”.  

“Es indignante ver que las empresas multinacionales, terratenientes y militares, están 
concentrando nuevamente la propiedad de extensiones de tierra e imponiendo los 
megaproyectos, sin que haya la mínima información y consulta a los pueblos indígenas ni por 
parte de éstas, ni por parte del actual gobierno. Al contrario, ha recrudecido la represión contra 
los dirigentes comunitarios que se oponen a la invasión de las empresas multinacionales, 
sólo en los últimos dos meses han sido asesinados más de 6 dirigentes campesinos de San 
Marcos”.35

34 Extractado de Ponencia de Daniel Pascual, líder indígena del Comité de Unidad Campesina. Diálogo sobre: “Avances y retrocesos en el movimiento 
indígena y comunitario a partir de los acuerdos de paz: entre el discurso y el poder” Quetzaltenango, 26 -28 de marzo 2009. Quetzaltenango, Guatemala

35 Comunicado del Consejo Político 13 Baktun. Iximulew, Año 11 Kiej, Guatemala, 31 de marzo del 2010
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Territorio implica lo que se piensa de él; o más bien, el territorio lo constituye aquello que se piensa 
que es el territorio y esto parte de una filosofía, de una cosmovisión. Ciertamente tierra no es lo mismo 
que territorio. La reivindicación de un campesino es la tierra, la reivindicación de un pueblo es el territorio. 
En todo caso, la tierra está comprendida dentro del territorio. Pero si la reforma agraria, que implica 
solamente el reclamo de la tierra, es cuestión de fuerte conflicto, la reivindicación por el territorio es mucho 
más compleja, porque implica no solo el uso y propiedad de la tierra, sino además de los recursos que 
se encuentren en el territorio, lo cual estará guiado por relaciones sociales, se supondría, políticamente 
diferentes: “Para los pueblos indígenas, el territorio constituye el referente espacial de la identidad colectiva, 
es decir el espacio de pertenencia a un grupo y a una cultura. El territorio indígena tiene dimensiones 
históricas, culturales, económicas y políticas”.36

Con el actual sistema político y legal de Guatemala, la oligarquía se garantiza que la explotación de 
los recursos que se encuentran en el territorio de Guatemala sea llevada a cabo por ellos. Tal sistema 
no reconoce la autonomía de los pueblos indígenas, pues se estaría reconociendo el derecho de estos 
pueblos a decidir sobre esos recursos. Bajo la actual legislación, la oligarquía y las transnacionales pueden 
manipular y aprovechar su contenido, como sucede con el artículo 125 sobre los recursos naturales no 
renovables. Bajo este artículo, en el año 2009, el presidente de la Gremial de Minas justificó la explotación 
minera, en respuesta a las manifestaciones llevadas a cabo por Miembros del Comité de Unidad Campesina. 
Estos marcharon exigiendo el retiro de la cementera de Cementos Progreso de San Juan Sacatepéquez.37

Pareciera ser que la gremial considera que “utilidad pública” es lo mismo que beneficio privado: 
“considera que la ley de Minería actual es una buena normativa, ya que ha generado inversión”.38 Por 
supuesto, una inversión que supone grandes ganancias para los inversores y grandes pérdidas para los 
pueblos. El control del territorio bajo los lineamientos de la Cosmovisión Maya es un atentado contra los 
intereses del poder económico en Guatemala, porque según aquellos el aprovechamiento de los recursos 
debe ser colectivo y no privado.

En el cuadro siguiente observamos algunos ejemplos del papel represario del Estado guatemalteco 
contra de las poblaciones en resistencia por la defensa de sus territorios.

Actividad Compañía Ubicación Acciones del gobierno Consecuencias

Minería Montana 
Exploradora 
S.A., 
subsidiaria de 
la canadiense 
Gold Corp Inc
/Mina Marlin

San Miguel 
Ixtahuacán, San 
Marcos

Represión a 
la población 
y persecución 
de líderes 
comunitarios.

 n Enjuiciados en el tribunal de sentencia de San Marcos: 
Fernando Pérez Bámaca, Francisco Salomón Bámaca 
Mejía, Antonio Felipe Ramos, Patrocinio Hernández, 
Pedro Alejandro de León Castañón, Cristóbal Leonardo  
Pérez Hernández, René Pérez Velázquez por los delitos 
de coacción e instigación a delinquir y condenados a 
dos años de prisión conmutables.

 n Faustino Camey fue secuestrado y torturado.
 n Evacuadas 220 personas que integran 41 familias,  27 

de ellas perdieron sus casas. 
 n Contaminación y escasez de agua.

36 Elías, Silvel. Indígenas en Guatemala: Dinámicas de apropiación, identidad y resistencia. En: Geopolítica de los territorios indígenas en Guatemala. 
Revista Reflexiones. USAC.  No. 2. Julio de 2009.

37 El Periódico, sección Nacionales. J. Revolorio y R. González.  Martes 14 de Julio de 2009. (p. 3)
38 Prensa Libre, sección Actualidad Nacional. Guatemala, miércoles 15 de Julio de 2009. (p. 5)
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Actividad Compañía Ubicación Acciones del gobierno Consecuencias

Minería Gold Corp 
/ Mina San 
Rafael

Santa María 
Xalapán, Jalapa

Estado de 
Sitio por treinta 
días en los 
municipios 
de Jalapa y 
Mataquescuintla, 
en Jalapa; en 
Casillas y San 
Rafael Las Flores, 
Santa Rosa.

 n Muerto el secretario de la junta directiva de Santa 
María Xalapán Expectación Marcos.

 n Tres desaparecidos: Roberto González, Presidente del 
Parlamento Xinka  y otras dos personas.

 n En abril fueron desalojados con uso de la fuerza 
policial. Golpearon a hombres, mujeres, ancianos, 
niñas y niños, teniendo como saldo 26 comunitarios 
detenidos ilegalmente con acusaciones falsas. Estos 
quedaron libres posteriormente por falta de méritos. 
Un contingente de alrededor de 80 PNC está al servicio 
de la empresa minera como guardia de seguridad.

Minería Kappes, 
Cassiday & 
Asociate (KCA), 
Exploraciones 
Mineras 
(Exmingua) la 
subsidiaria en 
Guatemala

San José del 
Golfo y  San 
Pedro Ayampuc,
Guatemala

Represión 
policíaca.
La policía escolta 
la maquinaria 
hacia su lugar de 
operación

 n Intoxicados niños, mujeres y ancianos por gas 
lacrimógena.

 n Tres capturados y sentenciados a cuatro años de 
prisión o pago de Q 22 mil 500 cada uno a tres 
empleados de la mina el Tambor.

 n El 23 de mayo del 2014 hubo amenaza de una 
incursión policial para desalojar a las comunidades 
en Resistencia de la Puya, en San José del Golfo. El 
contingente represivo, mayor a los 300 elementos 
policíacos, se dio a la tarea de golpear a todo aquel 
que se pusiera en su camino, dejando más de una 
decena de heridos por los múltiples golpes, abusos y  
violaciones a los derechos humanos.39

Hidroeléctrica Ecoener 
Hidralia 
Energía / Hidro 
Santa Cruz, 
S.A.

Santa Cruz 
Barillas, 
Huehuetenango.

El 1 de mayo de 
2012 se declaró 
Estado de Sitio en 
Santa Cruz Barillas, 
Huehuetenango.
Presencia de 
antimotines y 
vehículos artillados 
del Ejército.
Fuerte dispositivo 
de seguridad.

 n 8 personas presas, entre ellas el líder comunitario 
Rubén Herrera. 

 n El 23 de septiembre de 2014, se llevó a cabo una nueva 
audiencia en el caso que se sigue contra Saúl Aurelio 
Méndez y Rogelio Velázquez, encarcelados (por segunda 
vez) desde el 27 de agosto de 2013, proceso en el que 
se les imputan los delitos de femicidio y asesinato. El fin 
es el mismo de otros casos: desacreditar la lucha que 
llevan en defensa del río Qambalam, en contra de la 
imposición del proyecto hidroeléctrico que promueve la 
empresa española Ecoener Hidralia Energía/Hidro Santa 
Cruz S.A.40

Monocultivos Conflictividad 
agraria en un 
contexto de 
expansión 
de los 
agronegocios 
(palma 
africana y caña 
de azúcar)

Valle del Polochic 
(En Monte Olivo 
y 9 de Febrero)

El Ministerio de 
Gobernación, a 
través de la fuerza 
pública, ocupó 
ilegalmente la 
comunidad de 
Monte Olivo y 
sin orden de juez 
buscó desalojar 
a decenas de 
familias.

 n La represión duró tres días, del 14 al 16 de agosto en 
las comunidades a orillas del río Dolores: Monte Olivo 
y 9 de Febrero. Paralelamente la Policía Nacional Civil 
ocupó Raxruhá y realizó allanamientos sin orden de 
juez, secuestrando a dos personas mientras buscaba a 
líderes y lideresas  del Comité de Desarrollo campesino 
 -CODECA -.

 n En Semococh, Chisec, Alta Verapaz, la PNC reprimió a 
la comunidad. La fuerza antimotines, al quedarse sin 
bombas lacrimógenas, abrió fuego contra la población. 
Allí mismo murieron dos comunitarios Q’eqchi’, un 
tercero murió luego por las heridas de gravedad. 
La PNC detuvo a 22 comunitarios y los encarceló en 
Cobán, Alta Verapaz.41

39 40 41

39 http://pensamientoscontracorrientes.blogspot.com/2014/05/guatemala -comunicado -sobre -la -represion.html
40 http://cmiguate.org/solidaridad -con -los -presos -politicos -de -santa -cruz -barillas/
41 http://valledelpolochic.wordpress.com/2014/08/22/secuelas -de -la -represion -en -alta -verapaz/
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3. AUDITORÍA SOCIAL Y COMUNITARIA

La auditoría social, es un concepto que se ha venido desarrollando y aplicando en Guatemala desde los 
años 90, y concretamente se ha transformado en un medio político y de participación que tiene la sociedad 
para buscar eficacia, coherencia, transparencia y ética en las funciones del gobiernos y sus instituciones. 
Existe una diversidad de definiciones sobre auditoría social. Para la Contraloría General de Cuentas de 
Guatemala auditoría social es “la actitud de toda persona como miembro activo de un grupo social, o 
sea, una actitud contribuyente en forma constante y efectiva al bien del grupo al que pertenece”.42 Otras 
definiciones recurrentes es el de USAID, quien plantea que la auditoría es un “mecanismo de control 
social cuyo objetivo es promover una gestión pública más transparente y responsable ante la ciudadanía, 
fortaleciendo, de esta forma la confianza entre la sociedad y el gobierno generando con ello mayor grado 
de legitimidad en las instituciones públicas”.43 En la práctica que desarrollan las organizaciones sociales, 
la auditoría social se establece en acciones estratégicas orientadas a garantizar que todos los derechos 
humanos de las personas sean tomadas en cuenta por parte de los gobiernos y sus instituciones, sobre 
todo en lo relacionado a intereses o bienes públicos. La auditoría contempla una serie de acciones que se 
fundamentan en acompañar, vigilar, monitorear y evaluar a instituciones y políticas públicas encargadas de 
hacer cumplir las leyes en el país. La auditoría debe concebirse como una acción política que busca generar 
ciudadanía activa y garantizar el respeto de los derechos humanos en todos los niveles.

En el marco de la auditoría social hacia las instituciones que tienen que ver con el extractivismo en 
el país, son diversas las estrategias impulsadas por los diferentes actores sociales y comunitarios que se 
oponen a esta actividad. Mencionamos algunas de estas estrategias:

 n Consultas comunitarias de “buena fe”: acciones políticas promovidas desde las mismas comunidades 
(liderazgo comunitario), en la cual se convoca a toda la población por medio de una consulta 
general y se exhorta a que la población manifieste su conformidad o rechazo a la actividad minera. 
Al momento se han realizado 70 consultas de buena fe, y existen en perspectiva muchas más.  Entre 
los principales instrumentos legales que se utilizan para fundamentar y desarrollar las consultas 
está el Convenio 169 de la OIT, la Convención de Derechos Humanos de la ONU, los DESC, entre 
otros. Ninguna de estas consultas han sido reconocidas por el Estado de Guatemala y por lo mismo, 
las demandas realizadas siguen sin ser atendidas.

 n Consultas comunitarias de vecinos: tienen la misma finalidad que las consultas comunitarias de 
“buena fe”, con la diferencia que estas son convocadas por las autoridades municipales y quien 
desarrolla la consulta es el Tribunal Supremo Electoral. Hasta el momento se han desarrollado 
dos consultas municipales. Estas consultas tienen su base legan fundamentalmente en el Código 
Municipal. Son consultas que han sido reconocidas por la Corte de Constitucionalidad  (Municipio 
de Mataquescuintla) y dado las indicaciones para que estas demandas fueran atendidas por el 
gobierno. A la fecha, las reivindicaciones comunitarias siguen siendo pendientes para su abordaje.

 n Acciones de incidencia ante los gobiernos locales y nacional: son diversas las organizaciones sociales, 
ambientalistas y de derechos humanos que han venido impulsando acciones de incidencia para 
buscar sensibilizar a las autoridades locales y nacionales sobre los efectos que tiene el extractivismo 
en la vida social, política, económica y ambiental del país. Entre las acciones desarrolladas están: 
movilizaciones pacíficas, entrega de memoriales, proyectos de ley, investigaciones cuantitativas 
y cualitativas, etcétera. Por medio de estas acciones se ha generado apertura al debate, pero 

42 Contraloría General de Cuentas: “El libro del buen ciudadano”, 2006.
43 USAID: “Auditorías Sociales en Guatemala y Perú: Lecciones Aprendidas”.
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con limitados avances por parte de las autoridades para dar atención objetiva a los problemas y 
demandas de las poblaciones en resistencia. 

 n Denuncias legales y fundamentadas ante las instituciones de Estado (Ejecutivo, Legislativo, Judicial): 
Sobre la base de investigaciones científicas, denuncias de comunitarios afectados directamente por 
el extractivismo (problemas de salud, despojo de tierras, contaminación ambiental, violaciones a 
derechos humanos) se ha desarrollado denuncias legales contra las transnacionales e instituciones 
nacionales que están directamente vinculadas a la actividad extractiva en el país.

 n Denuncias ante organismos internacionales: las organizaciones sociales nacionales han emprendido 
diversas acciones de denuncia, especialmente ante Nacionales Unidas, para dar a conocer 
y denunciar las violaciones contra los derechos humanos y de los pueblos indígenas que existe 
alrededor del extractivismo en el país.

 n Denuncias ante gobiernos de donde provienen las empresas transnacionales: se han generado 
denuncias documentadas y vivenciales sobre los efectos negativos que las empresas transnacionales 
de extractivas están generando en los pueblos y territorios. Ejemplo de estas acciones es la 
demanda civil que se presentó en Vancouver, Canadá, por víctimas de agresiones realizadas por la 
transnacional Tahoe Resources.

 n Campañas de información sobre los efectos del extractivismo: se han desarrollado una serie de 
campañas para informar sobre el extractivismo, como funciona, sus efectos directos, la marginal 
rentabilidad económica para el país, la confrontación política y social que está generando, y sobre 
todo, el riesgo que existe a la vida de los pueblos indígenas y población en general.

La auditoria social, como se ha indicado, es un derecho para denunciar y exigir que las autoridades del 
país velen por los intereses nacionales antes que cualquier otro interés político o económico. Aún con todas 
las acciones sociales desarrolladas, el extractivismo se fortalece cada vez más y las demandas sociales, 
comunitarias y de los pueblos continúan sin ser escuchadas. La auditoría social y comunitaria deberá 
consolidarse a futuro. Es necesario buscar nuevas formas legales de acción, mantener la movilización a 
favor de la vida y demandar mayor efectividad de la institucionalidad del Estado en beneficio de las grandes 
mayorías.

4. ESCENARIOS FUTUROS

 n Primer escenario: A corto plazo la situación seguirá siendo la misma: oposición por parte de los 
pueblos, represión por parte del gobierno, a veces con ayuda de las mismas empresas. Los partidos 
políticos, sobre todo de derecha, siguen a favor de los megaproyectos, los impulsan y les crean las 
condiciones necesarias para que operen en el país.

 n Segundo escenario: los líderes populares aprovechen la legislación vigente y, vía las consultas 
de vecinos, que están normadas en el Código Municipal, frenen este tipo de actividades. Esto 
conlleva a actuar moderadamente en el marco de la ley vigente, en cuanto a las formas de hacer 
consulta. Las consultas realizadas en el país, son una clara muestra de la movilización que genera la 
oposición a este tipo de megaproyectos. La experiencia obtenida a partir de estas acciones puede 
ser aprovechada. Se puede facilitar la misma movilización de personas, pero quienes estarían 
participando en la consulta serían, como lo estipula la ley, aquellos que están empadronados y en 
capacidad de votar.
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 n Tercer escenario: en las elecciones del 2015, gane un partido de izquierda las alcaldías, que es 
desde donde se pueden hacer las consultas populares. Para lograrlo vía el Congreso o el ejecutivo, 
obviamente tendría que ganar con mayoría las elecciones generales. En tal caso, Incluso, se podría 
organizar una consulta popular para llevar a cabo cambios constitucionales que reduzcan las 
ganancias de la empresa privada nacional y extranjera, en beneficio del desarrollo del país.

5. CONCLUSIONES

 n Se aprende de la historia. No de la historia anecdótica, cronológica y moralista que se enseña en 
las escuelas, sino de la historia crítica, la historia científica. Como se esbozó en el presente estudio, 
históricamente las cosas no han cambiado, las riquezas del país siguen siendo saqueadas con la  
complicidad de gobiernos y oligarquía nacional. 

 n El gobierno y las empresas nacionales y transnacionales no dejarán de actuar como lo han estado 
haciendo.

 n Es importante fortalecer la organización, la movilización social pacífica y la elaboración de propuestas, 
las cuales deben estar fundamentadas y encaminadas desde los propios territorios. 

 n En la conflictividad generada a causa de los megaproyectos de todo tipo, la población más afectada 
ha sido la indígena, la cual ha respondido movilizándose. Sin embargo, no lo han hecho en el marco 
legal e institucional más apropiado. Esto ha permitido que las consultas populares contra la minería 
hayan sido declaradas no vinculantes.

 n El Convenio 169 de la OIT y otros instrumentos internacionales establecen que se debe consultar y 
contar con el consentimiento de los pueblos indígenas para la ejecución de cualquier proyecto que 
los afecte y que lo podrá hacer de acuerdo a sus formas de organización ancestral. El problema es 
que esas formas de organización ancestral no están claramente definidas ni institucionalizadas al 
interior de los propios pueblos; y en la práctica, el Estado no las reconoce.

6. RECOMENDACIONES

 n A medida que la sociedad civil comprometida y dedicada se organice y articule, las cosas podrán 
cambiar. No con la rapidez que se quiere ni sin esfuerzo, pero cambiará. Es necesario buscar la 
unidad, lo cual pasa por dejar de lado los protagonismos y las ambiciones personales, centrarse en 
un proyecto coherente, independientemente de qué sector u organización provenga. Esto implica 
hacer propuestas que den respuesta a las necesidades de la población. Muchas veces se rechaza 
una u otra medida, pero no hay propuestas y, si las hay, cada quien jala por su lado.

 n Mientras no cambien los canales legales e institucionales para hacer cumplir las leyes y compromisos 
internacionales (Convenio 169 de la OIT), concernientes al derecho que tienen los pueblos para 
ser consultados, lo prudente sería utilizar las leyes y  mecanismos nacionales que garanticen que 
las consultas comunitarias puedan ser vinculantes legalmente. En este caso se presenta como una 
posibilidad, realizar las consultas de acuerdo a lo que establece el Código Municipal.
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CAPÍTULO V:  
EXTRACTIVISMO Y FISCALIDAD

En este capítulo, hacemos referencia global a la relación que existe entre el extractivismo y sus obligaciones 
tributarias en el país. Al respecto, es notoria la falta de información actualizada sobre este tema. Sin 
embargo, la actividad extractiva goza de una gama de beneficios fiscales, tan amplia que la pregunta es: ¿le 
compensa al Estado de Guatemala afrontar las consecuencias de la actividad extractiva en el país, cuando 
los beneficios adquiridos son tan marginales? 

1. REGALÍAS

El extractivismo ha tenido un auge enorme, basado en un modelo histórico y arcaico de considerar 
a los países de América Latina como simples proveedores de materias primas, sean estas minerales, 
hidrocarburos, productos agrícolas. Más recientemente se ha sumado el robo de saberes y conocimientos. 
Esta ofensiva por apoderarse de los recursos naturales, ha estado acompañada por recomendaciones 
de organismos multilaterales, a los cuales están supeditados los gobiernos de la región: Consenso de 
Washington, Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional, Banco Interamericano de Desarrollo, entre 
otros. Las orientaciones han ido dirigidas a modificar los marcos legales para ofrecer ventajas ilimitadas 
a las inversiones, principalmente en el sector extractivo. Incluso se han llevado a cabo acciones perversas 
para rebajar al mínimo los derechos laborales, colectivos y consuetudinarios de los pueblos y su vinculación 
con el territorio.

En el caso de Guatemala, esta desregulación tuvo su apogeo con la modificación a la Ley Minera recién 
firmados de los Acuerdos de Paz. La modificación rebaja a un 1% la obligatoriedad anterior de entregar un 
7% de los beneficios, muestra del entreguismo de los gobiernos a los intereses de la inversión extranjera.

Guatemala se ha constituido en paraíso minero, al permitir que las transnacionales mineras puedan 
adscribir sus operaciones a la Ley de Maquilas. Este tipo de incentivos sumados a los privilegios fiscales, a 
los ofrecimientos de contratos de estabilidad jurídica, a las exenciones tributarias y a la permisibilidad de 
los entes reguladores para aprobar licencias con estudios de impacto ambiental, le han generado grandes 
beneficios a las industrias extractivas y severos daños a la economía del país.

Un elemento clave para entender la permisibilidad y, hasta cierto punto, la complicidad en las acciones 
de las empresas extractivas, lo constituye el método para calcular el pago de las regalías. El procedimiento 
se realiza mediante declaración jurada de los volúmenes de exportación, que constituye la base para 
el cálculo de las regalías y de los impuestos a pagar. Las regalías se pagan de manera directa a los dos 
entes estatales que se supondría realizan el trabajo de control: Ministerio de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales y Ministerio de Energía y Minas. Lo anterior se manifiesta como un evidente conflicto de interés, 
donde la instancia de control reduce su capacidad de regulación al comprometer sus criterios dado que 
recibe fondos directos de la industria extractiva. 

En el caso de Guatemala, el aumento cada vez mayor de las contribuciones al Producto Interno Bruto 
de la renta minera y de la explotación de monocultivos e hidrocarburos, así como la conformación de una 
gremial de industrias extractivas y su creciente influencia en los gobiernos, evidencian el establecimiento 
de un Estado proextractivas. 
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De alguna manera, la adscripción de Guatemala a los mecanismos de la Iniciativa por la Transparencia 
de la Industria Extractiva (EITI por sus siglas en inglés), pretende establecer un mecanismo de conciliación 
independiente. Es necesario reconocer que ante la falta de mecanismos de control y seguimiento por parte 
del Estado y de la propia sociedad civil, la EITI se ha constituido como una de las pocas acciones en la 
búsqueda de la transparencia y la rendición de cuentas de uno de los sectores económico más obscuros, 
como lo es el extractivismo. Sin embargo, para diversas organizaciones, instrumentos como la EITI solo son 
una nueva pantalla y un mecanismo mediatizador de las luchas por la genuina acción de auditoría social y 
rendición de cuentas.

2. FISCALIDAD

La creciente participación de la industria extractiva en la economía nacional debería reflejar un incremento 
sensible en la obtención de beneficios. Sin embargo, las estadísticas no lo reflejan, sea porque las 
transnacionales tienen “planificación tributaria” (evasión de impuestos) o porque los regímenes fiscales 
otorgan demasiados beneficios. En el caso de Guatemala, las entidades reguladoras son “beneficiarias” de 
las regalías de las actividades extractivas. Es evidente que el sector realiza prácticas de elusión tributaria al 
no pagar los impuestos que de manera justa debería,  afincándose en aspectos como: el secreto bancario, 
la opacidad contable y financiera o el traslado de las ganancias a un territorio opaco (paraíso fiscal).  

Los regímenes fiscales son incapaces de exigir el cumplimiento de las obligaciones tributarias. Existe 
una serie de ventajas tributarias. Entre las más destacadas están: beneficios directos como las exenciones y 
reducciones de las tasas impositivas, en especial las relacionadas a la renta e IVA. Contratos de estabilidad 
tributaria otorgados a empresas, donde se establecen privilegios tributarios en consonancia a la atracción de 
la inversión extranjera; deducciones por pago de regalías y otros gravámenes; arancel cero a importaciones 
y exportaciones; constitución de zonas francas con régimen tributario especial; adscripción al régimen de 
maquila; entre otros. 

Los capítulos de inversión en los Tratados de Libre Comercio y de Asociación (CAFTA y ADA), han abierto 
nuevos y extensos mecanismos para la libre movilidad de capitales. Más aún, el acuerdo para evitar la 
doble tributación se ha convertido en un mecanismo de doble no tributación. Los tratados bilaterales de 
inversión, los TLC  y todos en su conjunto benefician la repatriación de ganancias a los países de las casas 
matrices de las transnacionales. 

La debilidad del Estado en cuanto a políticas públicas en relación al tema de actividades extractivas se 
evidencian en una ley de minería que no contempla mecanismos realistas y justos de restitución y reparación 
del daño medioambiental, ni la consulta a comunidades y poblaciones afectadas, un pago de regalías tan 
bajo como del 1%. La flaqueza de los sistemas de control, fiscalidad y auditoria social es un hecho.

De ahí que, aunque  los procesos de producción, extracción y exportación de recursos naturales vayan 
en aumento, no significa que los ingresos fiscales provenientes de las materias primas comercializadas 
vayan alcanzando niveles significativos de beneficio para el fisco y para el Estado. Más bien, las acciones de 
la industria extractivista, han erosionado la base tributaria, convirtiéndose en receptores de los beneficios 
de la inversión pública sin que haya realmente una devolución de parte de sus ganancias, un reparto más 
equitativo de sus regalías y una participación de las comunidades afectadas. Ya sea por el área de influencia 
o dada la no tributación por la ausencia de recursos para la inversión social. 

La vulnerabilidad de los sistemas tributarios nacionales y su limitada capacidad de acción, ha permitido 
que las empresas transnacionales utilicen mecanismos como los precios de transferencia y el uso de paraísos 
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fiscales, así como el aprovechamiento de los convenios para evitar la doble tributación para maximizar sus 
ganancias, en detrimento del desarrollo de países como Guatemala, productores de materias primas.

3. RENTA MINERA 

A raíz de la iniciativa de ley presentada por el gobierno de Álvaro Arzú en el año 1996, se promueve una ley 
que incentiva la inversión extranjera en materia de exploración y explotación de recursos naturales. A partir 
de la aprobación de la ley, muchas empresas transnacionales han aprovechado las “ventajas” en ese marco 
regulatorio. Destaca la exclusividad del territorio a la empresa transnacional que posee la licencia. Esto se 
promueve como una de las ventajas competitivas de Guatemala al asignar exclusividad total, lo cual atenta 
contra los principios mismos de libre mercado, libre competencia y leyes antimonopolio de los países de 
origen de las transnacionales.

Otro privilegio, en este caso tributario, es el principio de 0 arancel a la importación de insumos, 
repuestos, maquinaria, equipo y otros que sean necesarios para la actividad extractiva. El pago de regalías 
del 1% en cuyo caso será dividido el 0.5% para el Gobierno y el 0.5% para la municipalidad en donde se 
realice la explotación. En este punto es importante resaltar el hecho de que la ley no obliga a las comunas 
ni al Gobierno a invertir el pago de regalías en el medio ambiente. Aunque la Ley de Protección al Medio 
Ambiente obliga a hacer estudios de impacto ambiental para extender una licencia, queda a discreción de 
la Dirección General de Minería de Guatemala extenderla, aún sin estos estudios. 

Además, el método para el cálculo de la base gravable se realiza a través de una declaración jurada de 
las empresas. Ellas solo calculan los metales preciosos aprobados en la licencia de explotación, no así el 
resto de minerales que se encuentran en el mismo proceso de explotación. Dicho de otra manera, el Estado 
de Guatemala cobra de manera dudosa las regalías por los metales y prácticamente regala otros minerales 
que deberían ser calculados e integrados a la base gravable.

Producto Interno Bruto (PIB) por el origen de la producción 
Millones de quetzales a precios de 2001 

2012-2013p/

(Variaciones porcentuales)

Ramas de actividad Participación 2012 2013
Incidencias

2012 2013

Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca
Explotación de minas y canteras
Industrias manufactureras
Suministro de electricidad y captación de agua
Construcción
Comercio al por mayor y menor
Transporte, almacenamiento y comunicaciones
Intermediación financiera, seguros y actividades auxiliares
Alquiler de vivienda
Servicios privados
Administración pública y defensa

13.7
0.6

17.9
2.8
2.8

11.6
10.5

5.1
10.0
15.9

8.0

4.9
 -19.3

3.3
6.4
0.8
3.0
3.1

12.3
3.0
2.9
5.5

4.7
3.5
3.5
5.2
1.7
3.1
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En Guatemala, muchas de las empresas extractivas se han adscrito al régimen y beneficios de la Ley de 
Maquila. Esto los exonera de gran cantidad de tributos y les permite ubicarse estratégicamente en uno de 
los muchos puntos ciegos del sistema tributario. Al analizar las prácticas de la industria extractiva, se puede 
llegar a la conclusión de que  hay evasión y elusión de impuestos. La estadística de lo que representa para 
la economía de Guatemala la renta minera es ilustrativa. Según datos de la CEPAL, del 2010 al 2012, las 
exportaciones por concepto de minería representaron el 12,3% de las exportaciones totales del país. Ello 
representó en el Producto Interno Bruto de un 2,3%.  Para esos mismos años, los ingresos fiscales producto 
de la actividad minera fueron el 0.4% del total de ingresos fiscales del país. Se puede deducir que  la 
extracción minera no representa un rubro importante para el desarrollo económico del país, menos aún, 
para las áreas en donde se extraen los recursos.  En su mayoría, estos departamentos desafortunadamente, 
presentan los índices de pobreza más elevados del país y también los más altos indicadores de conflictividad 
social  derivados de la explotación de los recursos naturales.

Para el año 2013 la producción minera a 
nivel nacional fue de poco más de 4 mil millones 
de quetzales que, en su mayoría (97%), provino 
de la explotación de minería metálica (oro y 
plata), principal componente de la actividad 
minera del país. Por lo que los ingresos al 
Gobierno y a las municipalidades fueron de 
Q. 41 millones. El 0.5% correspondiente al 
Gobierno son enviados a un fondo común 
que no necesariamente destina recursos 
para reducir y mitigar el impacto que tiene 
la extracción en el medio ambiente. El otro 
0.5% va directamente a las municipalidades en 
donde se realiza la extracción. Estos ingresos 
no incluyen un 4% de regalías voluntarias que 
las empresas extractivas acordaron distribuir, 
según acuerdo gubernativo firmado en el 2013 
y que recibe el Ministerio de Finanzas Públicas.

La actividad minera se realiza, en un gran 
porcentaje, con la técnica de cielo abierto, 
debido a que genera  mejor productividad 
para la industria extractiva. La extracción 
subterránea genera más costos, es más 
peligrosa y su práctica es más contaminante 
para suelos, agua y aire. 

Sumado a estos ingresos, el Estado percibe 
en concepto de la explotación de la industria 
extractiva el pago de impuestos recaudados 
por la superintendencia de Administración 
Tributaria (SAT). En el año 2013, la recaudación 
producto de la actividad de explotación de 

A C T IV IDA D T OT A L

A gr icultur a, Ganade r ía, C az a y S ilvicultur a 1,842.88                      
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J ubilados 304.31                         

Otr as  A ctividade s 77.77                           
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NOT A  T ÉNIC A : 1.276%

3. Pueden existir diferencias por redondeo
2. La recaudación es en términos brutos, no contempla la devolución del crédito f iscal del IVA

R E C AUDAC ION DE  ING R E S OS  
T R IB UT AR IOS  2013

Clasificación por Actividad Económica
(Millones de Quetzales)

Fuente: Base de datos del sistema de recaudación SAT.

1. Incluye únicamente la recaudación de los impuestos administrados por SAT.
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minas y canteras fue de 604.3144 millones de quetzales, que representa el 1.27% del total de ingresos 
percibidos por esta institución en ese año. 

El periódico Prensa Libre, de fecha 4 de octubre del 2014, presentó un dato importante: la minería es 
las que más atrae Inversión Extranjera Directa (IED), destacando las empresas mineras de Canadá, Estados 
Unidos y Colombia. Este último país destaca en la banca y energía. El monto total de la inversión en el año 
2013 fue de 269 millones de dólares, que significó el 23% de los 1,307 millones de dólares de la inversión 
extranjera directa del año.

Según el Banco de Guatemala, la actividad de Minas y Canteras tiene una participación del 0.6% en el 
Producto Interno Bruto del país. Según análisis del Instituto Centroamericano ICEFI el aporte de la renta 
minera para el año 2012 fue de 12% y representó el 0.3% de los ingresos fiscales totales. 

A manera de conclusión, después de analizar los datos estadísticos oficiales sobre la extracción minera, 
se puede determinar que la contribución al PIB  es de sólo el 0.6%, que significa un  0.03% del ingreso fiscal 
total al Estado del año 2012,  de ninguna manera es compensatorio con los daños a la vida, la violación de 
derechos humanos individuales y colectivos, la destrucción masiva de las fuentes de agua, la contaminación 
de suelos, bosque y aire, y mucho menos la recuperación del daño ecológico y medioambiental. Además 
de la generación de múltiples puntos de conflictividad social por la defensa del territorio y el cese de 
la acción extractivista, en coherencia con las consultas comunitarias de buena fe, tratados y convenios 
internacionales.

Estas prácticas de evasión y elusión erosionan la base tributaria del país y no permiten la justicia 
tributaria, lo que inviabiliza el desarrollo. Solo generando un cambio radical con la aprobación de una nueva 
ley minera, un pacto fiscal positivo y una ley de desarrollo rural integral, se podrán tener recursos para 
implementar el desarrollo con el acompañamiento de la industria extractiva. Si esta continuara, debe estar 
regulada por nuevas reglas, compromiso total y responsabilidad plena, haciendo partícipe de los beneficios 
a las comunidades y territorios, devolviéndoles a ellos y al Estado parte significativa de las ganancias 
obtenidas.

4. ESCENARIOS FUTUROS

 n Primer escenario: Las transnacionales de la industria extractiva intentarán mantener su influencia 
en cada gobierno para evitar que se apruebe una nueva ley de minería, así como para entorpecer 
al máximo la aprobación de la Ley de Desarrollo Rural Integral. Esto permitiría continuar con la 
exploración y explotación de materias primas, tolerando las pérdidas originadas por las acciones de 
protesta social. 

De cara a los movimientos sociales, la organización de la resistencia irá en aumento. La apropiación 
de una identidad por la defensa de los territorios, permitirá una mejor estructuración de la 
resistencia a nivel nacional.  

Por su parte, el Gobierno mantendrá la campaña sistemática de criminalización y desprestigio 
de la protesta social. Los actos de represión y de intimidación se mantendrán. Posiblemente se 
apueste por alargar la moratoria de licencias de reconocimiento y exploración minera, así como el 
otorgamiento de contratos para hidrocarburos y aumentar la atracción de inversión extranjera. En 
este escenario, se daría continuidad a la situación actual que es conveniente al gran capital y a los 
bloques económicos poderosos del país.

44 Fuente: Portal superintendencia de Administración Tributaria  -SAT -  



Extractivismo y Derechos Humanos

47 ³³³³ w u

 n Segundo escenario: Los movimientos sociales incorporan en sus demandas colectivas y agendas de 
lucha los aspectos de fiscalidad de la industria extractiva. Los movimientos sociales logran a través 
de una mejor articulación organizativa y política, impulsar la aprobación de leyes como: la Ley de 
Desarrollo Rural Integral y una nueva ley minera. Todo esto repercute en mejorar la tributación de 
las distintas empresas extractivas y con una debida vigilancia social, estructurar un nuevo código 
tributario que incluya un apartado específico de industria extractivista. Por medio de la presión y 
movilización social se logra erradicar la industria extractivista en el país.

 n Tercer escenario: El Gobierno profundiza los mecanismos de represión y criminalización de la 
protesta social, agudizando con ello la crisis de gobernabilidad que desemboca en un estallido social 
a escala nacional. La represión sirve de catalizador del descontento social y se incrementan los 
mecanismos de protesta social como el bloqueo de carreteras y el paro nacional de la economía 
que hace que el país entre en un estado de frustración e inseguridad para la inversión extranjera. 
Muchas de las empresas se retiran del país y presentan sus demandas a través de instancias como la 
OMC, los tribunales habilitados por los tratados de libre comercio y asociación, desencadenándose 
una serie de condenas al Estado de Guatemala.  

5. CONCLUSIONES

 n Históricamente, Guatemala ha sido víctima de un sistema y un orden nacional e internacional que ha 
generado el empobrecimiento de su población y la permisibilidad para el saqueo de los territorios, 
sobre todo de los pueblos indígenas.

 n El extractivismo y el neoextractivismo se han logrado afincar con la complicidad del Estado y su 
abandono de la búsqueda del bien común y a favor de los intereses del sector privado, muchas 
veces transnacional y el avorazamiento y depredación de los recursos naturales como materias 
primas para la exportación. 

 n A nivel latinoamericano, Guatemala está entre los 15 principales países con más altos índices de 
extracción y exploración minera. Sin embargo, no se ubica entre los países con más altos porcentajes 
de ingresos fiscales por tal actividad, como lo son Bolivia, Venezuela, Ecuador, Colombia y Perú. 
Esto confirma un débil  marco fiscal, una erosionada base tributaria y un evidente desequilibrio en 
distribución de ingresos.

 n La reducción de los marcos tributarios, la creación de paraísos fiscales y de un sistema de privilegios 
para la industria extractiva han hecho de Guatemala un país sometido a los designios y a los intereses 
de las grandes empresas transnacionales.

 n Las prácticas de evasión y elusión fiscal y tributaria, así como el uso de precios de transferencia, 
paraísos fiscales, el uso del capítulo de inversiones y de libre movilidad de capitales en el marco de 
los Tratados de Libre Comercio, han sido prácticas comunes de las transnacionales extractivas. Es 
fundamental tener en las agendas de los movimientos sociales demandas por la justicia tributaria y 
por la vigilancia a las industrias extractivas.

 n Es necesario analizar con más determinación y crítica mecanismos institucionalizados, como el EITI. 
Si se asume participar en estos espacios será necesario establecer una estrategia de acción política 
y una genuina representación. Si la determinación es no participar, se podrían generar propuestas 
de acción para auditar críticamente estos mecanismos y generar las denuncias pertinentes de cómo 
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se busca legitimar la práctica extractiva por medio de mecanismos creados desde el propio sistema, 
que está a favor de esta actividad.

 n Es necesario mejorar la distribución de los beneficios producto de la actividad minera, para destinar 
obligatoriamente un alto porcentaje a la reparación del daño, las medidas sociales compensatorias 
y un fortalecido sistema gubernamental de control.

 n La contribución de 4 puntos adicionales de manera voluntaria,  producto de un acuerdo entre la 
Gremial de Industrias Extractivas y el Gobierno de Guatemala, lleva a concluir que, esta contribución 
que las mineras hacen a la economía nacional, no ha sido en el marco de una profunda reforma 
fiscal, ni en el marco de una nueva ley minera, quedando como un acto aislado, parcial y altamente 
comprometido, no ha sido una acción de fortalecimiento institucional ni de mejora en la recaudación 
tributaria.

6. RECOMENDACIONES

Algunos puntos que deben de ser comprendidos e incorporados en la agenda de los movimientos sociales:

 n Los recursos naturales son bienes públicos y el Estado está obligado a regular su uso, tanto en la 
explotación como en un mejor reparto de los beneficios, los cuales deberían constituirse en una 
base sólida de financiamiento para toda la sociedad de manera equitativa. 

 n El Estado, administrador de los recursos naturales, debe velar porque aumente la tributación por 
parte de las empresas extractivas y obedezcan mecanismos de rendición de cuentas.  

 n Para lograr recuperar la soberanía sobre los recursos naturales, es imprescindible la gestación de 
un nuevo marco regulatorio; de nuevas reglas del juego que condicionen al sector privado; que 
dinamicen las capacidades del sector público; que hagan partícipe del desarrollo a las comunidades 
que se encuentran en los territorios de los cuales se extraen los recursos naturales. 

 n El cambio de matriz productiva que incorpora el extractivismo (principalmente de metales 
preciosos), sobreexplotación de los monocultivos (principalmente dirigidos a la producción de 
biocombustibles), los hidrocarburos y las prácticas abusivas de generación de energía eléctrica 
(principalmente las hidroeléctricas), no solo tienen límites, sino que causan impactos a largo plazo 
que las hace insostenibles en el tiempo y eventualmente mortales para la vida, la biodiversidad y la 
existencia misma de los pueblos en sus territorios.

 n El movimiento social debe promulgar y demandar una nueva gobernanza y soberanía de los recursos 
naturales, en particular, impulsar una nueva política fiscal minera. 

 n Deben promoverse impuestos específicos a las ganancias de las grandes compañías extractivas que 
incluyan la compensación, reparación y rehabilitación de los daños ecológicos, reducirlos beneficios 
y suprimir los privilegios otorgados a la industria minera.

 n Se deben aprovechar de los recursos naturales, en el marco del desarrollo rural integral, al servicio 
de los pueblos y con identidad en el modelo y la matriz productiva que responda a los intereses del 
pueblo, el bien común y el buen vivir. 

 n La mejor decisión que el Estado debería de asumir es suspender definitivamente toda práctica 
extractiva que atenta contra los derechos y territorios de los Pueblos Indígenas.
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CAPÍTULO VI:  
EXTRACTIVISMO Y GÉNERO

Desde el movimiento de mujeres, concluimos que existe un solo sistema dominante que se ha ido 
configurando a lo largo de siglos y que cuya expresión constante es la opresión y el control de los cuerpos, 
sexualidades y tierras, a través del  poder de dominio que se expresa en las instituciones y la ideología para 
lograr el objetivo de acumular capital, privilegios, prestigio y poder. 

Este sistema político y económico afecta directamente la vida personal y colectiva en la familia, 
comunidad y el mundo.  Este sistema es el patriarcado, colonialista y capitalista neoliberal. Es en este marco 
que se desarrollan los Estados, con instituciones que los sostienen y que son usadas por las personas que 
se enriquecen o mantienen el control y poder a partir de su uso. 

Por otro lado, el cuerpo de las mujeres, que debe cumplir con sus compromisos en el seno de la familia, 
se convierte además en un territorio controlado por mandatos generados por instituciones políticas y 
sociales donde las mujeres no pueden tomar decisiones sobre sí mismas.  

El colonialismo se ha expresado y lo sigue haciendo, con invasiones de capitales vinculados con las 
guerras y batallas ideológicas, que pretenden imponer su visión del mundo. Esta consiste en generar una 
cultura colonizada, que promueve la división mundial del trabajo que mandata a  los países del sur la 
generación de materias primas y mano de obra barata para los países del norte que, con la industrialización 
desarrollada, requiere del trabajo del sur para subsistir y avanzar en su desarrollo.  Para sostener esta 
división han promovido el racismo y la discriminación permanente como una forma de legitimación de la 
opresión, maltrato y desigualdad existente.

En la actualidad, en el marco de una crisis del sistema, según la Marcha Mundial de Mujeres, el 
capitalismo busca reestructurarse, ampliando mecanismos de acumulación violenta, que están presentes 
desde sus inicios y que pueden ser agrupados en cuatro procesos: la apropiación de la naturaleza y sus 
recursos; la apropiación de la renta y de los derechos de las y los trabajadores; el control del cuerpo y la vida 
de las mujeres; la militarización, la criminalización de las luchas y la violencia.

Guatemala está enfrentando los efectos de la aplicación de estos procesos de acumulación por 
desposesión que implica: el debilitamiento de la institucionalidad del Estado, que se ocupa de los servicios 
sociales y los derechos; la privatización de las tierras comunales; el despojo de las tierras;  la mercantilización 
de la naturaleza y de los cuerpos de las mujeres; y el fortalecimiento de los órganos represivos del gobierno.

Se han identificado cinco territorios en disputa: el cuerpo, la tierra, la naturaleza, la memoria y la historia, 
en ellos se expresa una lucha de poder por su control, uso y transformación en favor de los intereses de un 
grupo pequeño de familias, empresas y militares.

Estos territorios son básicos para la vida. La identidad e historia de las mujeres, los hombres  y los 
pueblos se encuentran en riesgo. El conflicto está presente. Por un lado, están quienes los defienden 
de la destrucción y control y, por otro, quienes sin ninguna consulta libre, y con decisiones de un Estado 
controlado por ellos mismos, intentan usarlos en favor de sus propios intereses de enriquecimiento. 
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Familias poderosas, empresas y militares que buscan el control y uso de estos territorios, generando 
estrategias de división de las poblaciones, aprovechando la necesidad de trabajo y las necesidades básicas de 
la vida como es el alimento, la educación y la salud. El entreguismo del gobierno a los intereses empresariales 
nacionales y transnacionales, su falta de acción en respeto al sentir de los pueblos y comunidades, el 
despojo permanente y la explotación desmedida de la mano de obra de estas poblaciones, ha favorecido 
las condiciones aptas para la generación de conflictos sociales. 

En el caso de las mujeres, los efectos de las acciones gubernamentales se evidencian en  el debilitamiento 
de la institucionalidad construida luego de la firma de los Acuerdos de Paz (SEPREM, DEMI, CONAPREVI) y 
en cómo se utiliza la ley y los tribunales de femicidio para perseguir a líderes comunitarios, como una forma 
de separar a los movimientos de mujeres de las luchas comunitarias para la defensa del territorio.  

1. RECRUDECIMIENTO DEL DOMINIO MASCULINO

El proyecto extractivista profundiza el modelo de dominación masculina, en tanto que toda la acción 
político -ideológica -económica, está fortaleciendo los elementos centrales de la masculinidad. Lo anterior 
se manifiesta en el enriquecimiento desmedido y el desarrollo potencial del “prestigio” que otorga el uso 
de la violencia y del poder de dominio, que ciertos colectivos de hombres ejercen sobre la mayoría de 
hombres, sobre todas las mujeres y sobre la naturaleza. 

Se está frente al crecimiento desmedido de hombres armados en todos los territorios. Las comunidades 
que se atreven a expresar sus opiniones contra el modelo económico extractivista han sido sitiadas con 
una alta presencia del ejército nacional, policía nacional civil, guardias privados y en varios territorios, 
grupos de paramilitares que infunden terror en la población en general. De una manera particular reactivan 
el terror sexual que las mujeres han sufrido históricamente, especialmente en la reciente historia de 
contrainsurgencia vivida en el país, generando una forma nueva de control de los cuerpos y las vidas de las 
mujeres.

En este contexto se refuerza, el sentido de las mujeres para la servidumbre, la limpieza y el servicio 
sexual. 

Las mujeres concebidas como ciudadanas de segunda categoría y visualizadas como seres de apoyo, no 
son asumidas como sujetas. Esto implica que en muchas oportunidades no se les informe con la amplitud 
que se requiere; se les considera seres manipulables, que no pueden exigir sus derechos. 

Del otro lado de la balanza, están las fuertes voces de las mujeres a las que no se quiere escuchar. Ello 
las ha llevado a salir de la forma tradicional de comprender la realidad y ubicar las rutas de salida. Por eso, 
a pesar de los tropiezos e impedimentos, las mujeres invierten tiempo y energía en la construcción de 
espacios propios para la reflexión de la realidad desde sus propias vidas, experiencias y resistencias. 

Algunos movimientos sociales de defensa del territorio tierra, no incluyen el territorio cuerpo en sus 
demandas. La defensa de la vida no incluye la vida de las mujeres, quienes siguen sufriendo violencia en sus 
comunidades y sus propuestas no se incorporan en las luchas que impulsan. 

En comunidades y pueblos donde las mujeres son líderes y motores de la resistencia, viven numerosos 
obstáculos para realizar su trabajo político. Algunas siguen recargadas con el trabajo del cuidado de 
sus familias, otras han logrado pactar con ellos la redistribución de las tareas. En el espacio público, la 
sexualidad de las mujeres es objeto de control comunitario. Les controlan horarios, visitas, relaciones 
sociales, cuestionando permanentemente su “decencia”.



Extractivismo y Derechos Humanos

51 ³³³³ w Q

Algunas mujeres han llegado a afirmar que, conforme se identifican los espacios de resistencia, muchas 
de ellas tienen dos frentes de batalla y defensa: el frente de la minera/hidroeléctrica/monocultivos y el 
frente de la violencia comunitaria de los hombres. 

2. LA SALUD DE LAS MUJERES EN LA CUERDA FLOJA

El extractivismo está significando para las comunidades la invasión de elementos externos a su vida 
cotidiana: personas, ideas, semillas, modelos de producción, insumos agrícolas, contaminación y violencia. 

Poco se habla de las permanentes explosiones que se realizan con dinamita y que alteran la tranquilidad 
del paisaje, que rajan las viviendas, que perturban el ambiente. Mujeres que viven cerca de las minas en 
San Marcos piensan que los recientes temblores y terremotos en la región están estrechamente vinculados 
con las explosiones provocadas por la extracción de minerales del subsuelo. Con estas explosiones también 
se observa que las sustancias químicas vuelan, posándose en las flores, frutas, cuerpos de personas y 
animales, enfermándolas y generando ronchas y otras afecciones en la piel. 

Mujeres que viven en la cuenca de Cuilco se ven afectadas por la mina cercana. Ellas cuentan como lo 
primero que les afectó fueron ronchas inexplicables; que hicieron largos recorridos para buscar la cura y 
tratando de identificar las causas que, fundamentalmente, estaban en la alteración genética de los animales 
y plantas que consumían, como en la contaminación del agua.

Si bien esta problemática la sufre toda la población, el trabajo de cuidado está asignado a las mujeres 
como tarea prioritaria. Esto significa que son ellas, quienes, a su trabajo de atención y cuidado en condiciones 
de pobreza, agregan la preocupación de realizarlo en un medio contaminado. Tienen que estar atentas al 
tipo de alimentación que se ingiere, al cuidado de más personas enfermas.

La falta permanente de tranquilidad, la amenaza constante de hombres armados y el terror por la 
violencia sexual que estos generan, hace afirmar que las mujeres se encuentran ante una situación psíquica 
inestable, con el riesgo de profundizarse. 

Por otro lado, es también importante decir que aparte de las enfermedades producidas por la 
contaminación del ambiente, que impacta la piel de las personas de la comunidad, las mujeres se ven 
afectadas por los impactos en sus procesos hormonales, generando interrupción de embarazos y nacimiento 
de niñas y niños con deformaciones. Esto es muestra de las alteraciones e invasiones malignas que el 
extractivismo está generando. 

3. LA SERVIDUMBRE SEXUAL Y EL EXTRACTIVISMO

Uno de los elementos constitutivos del patriarcado es la concepción de que las mujeres son objeto y 
propiedad de los hombres. Por lo tanto, cuando hay disputa entre modelos de pensamiento y proyectos 
político/económico/ideológicos, aquella es la base sobre la cual se realiza esa disputa.  Numerosas 
organizaciones y mujeres alrededor del mundo se han dado cuenta como la violación sexual es una forma 
de violencia que articula la guerra como hecho que concreta la invasión a través del control de cuerpos y 
mentes, con el ejercicio de apropiación de los cuerpos de las mujeres. 

El modelo de intervención extractivista incluye entonces la violación sexual. En tribunales canadienses 
está la demanda legal que Angélica Choc, mujer q’eqchi’ del Valle del Polochic, junto con sus compañeras, 
han interpuesto por la violación sexual de 11 de sus compañeras por miembros de la seguridad privada de 
la empresa minera canadiense Hudbay Minerals Inc. También, por el asesinato de su esposo, el profesor 
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Adolfo Ich Xamán. Se sabe que en las primeras incursiones represivas en San Juan Sacatepéquez hubo 2 
denuncias de violación sexual por parte de hombres armados.

La violencia sexual, que implica la violación, acoso sexual y la prostitución forzada que lleva a la trata 
de niñas, es una práctica que se está instalando en las áreas urbanas cercanas a las empresas extractivistas. 
En los municipios de la Franja Transversal del Norte correspondiente a Alta Verapaz, se puede observar el 
incremento de centros de prostitución para atender la demanda de los hombres que llegan a trabajar en 
las plantaciones de palma africana, las cuales se han apropiado de las tierras y ríos que eran para producir 
alimento. Como respuesta a la demanda, pero también a la existencia de un mayor circulante de dinero en 
manos de trabajadores, los lugares de consumo –fundamentalmente de alcohol - son utilizados para que 
los hombres dejen sus salarios en los mismos lugares de trabajo. Testimonios de mujeres de estos lugares 
cuentan que hay días destinados para que llegue un camión a traer mujeres y llevarlas a los centros de 
trabajo de los hombres, situación que no sucedía antes de la llegada del cultivo de la palma. 

Por otro lado, la presencia de hombres fuereños, que son trabajadores técnicos en las empresas y la 
presencia de hombres armados, hace que las mujeres sean acosadas sexualmente, que no puedan caminar 
tranquilas por las calles sin ser “sobijeadas”, sin que sus pechos, vulvas o nalgas sean tocadas por manos de 
hombres que se saben poseedores de la impunidad para el ejercicio de su deseo. 

La violencia sexual también ha generado embarazos no deseados; mujeres que tienen hijas o hijos a 
quienes cuidar sin la compañía de padres. Pues estos solicitan su traslado para no asumir su responsabilidad 
paterna, gozando del respaldo patronal. 

De esto se trata la violencia sexual: alterar la vida entera de las mujeres, sus redes sociales, el contexto 
en el que se desenvuelven comunitariamente.

4. EL IMPACTO DE LA PERSECUCIÓN POLÍTICA EN LAS MUJERES

Este modelo extractivista lleva consigo la criminalización de las luchas sociales que de frente dicen No a la 
imposición de un modelo que solo causa muerte y sufrimiento. Son muchas las mujeres perseguidas por 
atreverse a levantar la voz. La lista es larga, pero es necesario mencionar algunos nombres: 

 n Yolanda Oquelí, mujer organizadora y dirigenta de la resistencia pacífica de la Puya, sufrió un 
atentado contra su vida y es permanentemente perseguida por su participación política.

 n “Jovita Tzul Tzul, joven mujer k’iche’ de Totonicapán quien trabaja junto a la Asociación de 
Abogados Mayas, participando activamente en la denuncia de las múltiples violaciones a los 
derechos humanos de las mujeres, pueblos y comunidades indígenas que son violentadas por los 
proyectos extractivistas. Por esta labor, Jovita es blanco de amenazas e intimidaciones para que 
deje sus labores.  

 n Ramona García, dirigente de las 12 comunidades kaqchikeles de San Juan Sacatepéquez, ha realizado 
una serie de denuncias sobre flagrantes monitoreos a sus conversaciones telefónicas y correos 
electrónicos, ha revelado la manera como los policías que resguardan el proyecto cementero Finca 
San Gabriel, la intimidan junto a sus compañeras de manera constante y pública, instándolas a no 
salir de sus casas para las movilizaciones y amenazándolas con violentar la integridad física de sus 
familiares. Todo esto por defender las tierras comunales de San Juan Sacatepéquez.  

 n Francisca Gómez, columnista kaqchikel, es acusada de difamación contra Cementos Progreso, 
propiedad de la familia Novella. Lo único que ha hecho esta mujer luchadora es denunciar con 
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pruebas, una serie de atropellos cometidos por dicha cementera en 12 Comunidades de San Juan 
Sacatepéquez. En lugar de escuchar sus argumentos, la respuesta ha sido interponerle un proceso 
judicial en los tribunales de Guatemala para intentar silenciarla. 

 n Doña Crisanta Gómez, mujer mam de San Miguel Ixtahuacán, San Marcos, tuvo orden de detención 
por su participación activa contra del despojo de tierras y por haber denunciado los daños que ha 
ocasionado la Mina Marlin en su comunidad. 

 n Margarita Ché, q’eqchi’, denunció la intromisión del Ingenio Chabil Utzaj en el Valle del Polochic, 
Alta Verapaz. A raíz de esto ella y su familia sufrieron calumnias difamatorias en su comunidad. 
Finalmente, Margarita fue asesinada el 4 de junio de 2011. El caso nunca fue esclarecido por parte 
de las instancias que debieron hacerlo. 

 n Lorena Cabnal, q’eqchi’  - xinka, feminista comunitaria, activa participante contra el despojo de las 
tierras comunales en Santa María Xalapán. Ha sufrido una serie de acusaciones, difamaciones y 
agresiones familiares. 

 n Catarina Sequén, viuda kaqchikel, fue despojada de su tierra en Santo Domingo Xenacoj, por la 
empresa Constructora Nacional S. A. CONASA, para construir el anillo regional que beneficiará al 
proyecto Cementos Progreso en San Juan Sacatepéquez. Es asediada y amenazada permanentemente 
por trabajadores de la empresa.

 n Hermelinda Simón, q’anjob’al, le dictaron orden de detención y fue perseguida mediante un 
proceso irregular que, por participar en la organización de la consulta comunitaria en Barillas, 
Huehuetenango y por su lucha contra a la empresa Hidro Santa Cruz.

 n Lolita Chávez, dirigente k’iche’ de Santa Cruz del Quiché, amenazada y agredida constantemente. 
Tiene varios procesos de demanda en su contra. 

Como ellas, hay varios cientos de mujeres comunitarias que están siendo reprimidas y perseguidas por 
sus luchas. 

Además de ser perseguidas las mujeres, también sufren la persecución y el encarcelamiento de sus 
esposos, hijas o hijos. Las esposas de los presos políticos de Barillas, de San Juan Sacatepéquez y de muchas 
comunidades y organizaciones, también son luchadoras que se enfrentan al modelo extractivista. 

Para ellas, el apresamiento de sus esposos les implica el debate permanente sobre cómo mantenerse 
como sujetas en la lucha que compartían con sus esposos; tratar de comprender por qué sus esposos son 
perseguidos por delitos infundados. A algunas de ellas, también les toca necesitar apoyo económico, pues 
eran sus esposos los proveedores de la familia.

La situación de las mujeres en calidad de esposas es sumamente compleja. Es constituirse en la fortaleza 
que requieren las y los hijos, es mandarles todos los días a estudiar, con alimentación, con baño, con ropa 
limpia, con tareas revisadas, con pañales cambiados. Es ser la fortaleza para sus esposos, mantener la 
esperanza de su liberación, acompañar las estrategias legales de defensa, conseguir los recursos para los 
pagos legales, acompañar las políticas de resistencia y las personales de la subsistencia. Es mantener la 
coherencia de seguir en el proceso de resistencia comunitaria, a pesar de tener la sobrecarga de trabajo 
para cuidar a la familia. Ahora sin el apoyo económico de los esposos y haciendo trabajos para conseguir 
recursos económicos que les permita subsistir.
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Además, las esposas, como todas las mujeres experimentan la burla comunitaria, deben responder a 
las expectativas comunitarias y defender permanentemente a nivel local, la legitimidad de la lucha de sus 
esposos.

5. LAS MUJERES EN EL OJO DEL HURACÁN DURANTE LAS CRISIS PROVOCADAS

Es bien conocido que los estados de sitio, prevención o excepción son resultado de estrategias planificadas. 
El patrón que las empresas impulsan en complicidad con las autoridades gubernamentales es la acumulación 
de tensiones, la creación de un conflicto que ante la opinión pública es mostrado como comunitario, como 
interno. Frente a esto se instala el control militar a través de bases militares, se impone el Estado de sitio, 
excepción o prevención. Con esto se culmina la imposición de la instalación de los proyectos extractivistas: 
minería, hidroeléctricas, monocultivos, pues se garantiza que entre la maquinaria que la comunidad no 
había permitido ingresar, o que inicie funciones la empresa rechazada comunitariamente.

Con el control militar y policial de los territorios, la violencia se recrudece. La presencia represiva 
conlleva acoso sexual, haciendo que las mujeres jóvenes corran más riesgo. Durante el Estado de prevención 
instalado en Jalapa y Santa Rosa, la delegación femenina que realizó la verificación de la situación de las 
mujeres en estos territorios, expuso que en Xalapán, se observó cómo soldados se apostaron en las escuelas 
y hostigaban a las niñas. Nuevamente, la violación sexual de mujeres se presenta en las crisis provocadas. 
En estos períodos, la presencia militar es brutalmente impuesta, el control de la población es absoluto, la 
organización comunitaria es acallada. Contrasta asimismo la enorme cantidad de efectivos militares en 
comparación con la cantidad de personas que habitan en la comunidad. 

Durante los períodos de Estado de sitio, las mujeres dan testimonio de que se dan robos de alimentos 
y animales cuando los militares llegan. Numerosas mujeres viven la destrucción de muebles, ollas de barro, 
platos y otros enseres. Algunos soldados entran violentamente a las viviendas, tirando y desperdigando 
los granos y reservas alimenticias que se tienen en los hogares. Asimismo, se ha vivido la destrucción de 
plantas y siembras de traspatio. También intimidan y amenazan a las mujeres que viven con sus hijas e hijos 
y no tienen compañero. 

6. ESCENARIOS FUTUROS

Algunos elementos que se identifican en el contexto inmediato y que pueden ser constitutivos de escenarios 
posibles son:

 n Las campañas electorales anticipadas están moviendo intereses para afianzar las fuerzas que 
garanticen los permisos para la explotación de la naturaleza y para ser parte de los consorcios 
institucionales que posibiliten la instalación de grandes proyectos. 

 n La imposición del modelo vía la represión, el miedo y la instalación de fuerzas políticas que proponen 
la violencia como forma de resolución de la problemática. Por un lado, hay una deslegitimación 
intencional hacia las organizaciones sociales y de las mujeres organizadas; por otro, hay incredulidad 
en el uso de mesas de diálogo para resolver los problemas, dado que han sido usadas por los 
gobiernos y partidos políticos únicamente para ganar tiempo y disolver el nivel de tensión que se 
va generando.

 n Uno de los elementos necesarios para generar condiciones de diálogo es la moratoria que se demandó 
por parte de las organizaciones campesinas y de pueblos en la marcha indígena y campesina del 
año 2011. Sin esto el diálogo es complicado, porque lo que origina el conflicto continúa su camino 
con impunidad. Por otro lado, es imprescindible la construcción de otros mecanismos que permitan 
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generar un acuerdo nacional que garantice la sobrevivencia de la naturaleza, la identidad y las 
personas que son parte de este territorio lleno de biodiversidad. También es indispensable que 
al centro esté el interés de generar una economía para la vida, no para el capital y la acumulación 
privada, como es en la actualidad.

 n La desinformación será usada con mayor envergadura y cobertura de lo que ha tenido hasta el 
momento. Uno de los elementos claros en todos los conflictos es el irrespeto a la voz de los pueblos 
y la falta de consulta real a los mismos. Las voces de las mujeres y de las autoridades ancestrales no 
se han escuchado; se ha irrespetado la dignidad de los pueblos. Por tanto, deben tomarse en cuenta 
para encontrar los caminos de resolución.

 n En la dinámica electoral, las mujeres nuevamente quedarán excluidas de los espacios de decisión, de 
los órganos de conducción, de los cargos de elección, de las agendas de los partidos, comités cívicos 
y organizaciones. Serán contempladas únicamente desde la perspectiva de su apoyo logístico, de 
servicio y de acuerpamiento numérico.  

Frente a estos escenarios, los pueblos y las mujeres han propuesto: 

 n La descolonización y la despatriarcalización para que haya posibilidad real de sentarse como iguales 
en la palabra, en la propuesta y en los objetivos.

 n Construir mecanismos de democracia directa que permitan ser escuchadas y respetadas; encontrar 
caminos para generar mejores condiciones de vida para las personas, familias, comunidades y el 
país son parte de los esfuerzos a seguir en las comunidades y las organizaciones sociales hacia el 
buen vivir.

 n Generar procesos con espacios de diálogo entre propuestas de actores diversos y que generen 
acuerdos locales, comunitarios, regionales y nacionales, con participación y reconocimiento de la 
voz de las autoridades ancestrales, los pueblos, las comunidades y las organizaciones. En donde las 
mujeres y las feministas puedan compartir sus propuestas para el buen vivir de los pueblos.

 n Encontrar caminos para salir de la disyuntiva de lo que se requiere para sobrevivir como personas, 
familias, comunidades y país, y la administración de los bienes naturales que permita una convivencia 
de generación del círculo de la vida.

7. CONCLUSIONES

 n El extractivismo es la expresión actual del dominio patriarcal. Hace uso de los recursos que el 
patriarcado ha desarrollado tales como la guerra, el armamentismo, el intercambio de mujeres y la 
división sexual y social del trabajo. 

 n La violencia masculina y patriarcal es evidente, solo que la presencia más activa de mujeres la 
visibilizan y enfrentan desde la expresión, la resistencia, la autonomía y el establecimiento de pactos 
en los momentos y con las personas con las que es posible hacerlo.

 n El conflicto provocado por la falta de escucha y consulta, por el irrespeto y la imposición continuará 
en las comunidades mientras los gobiernos nacional y municipal, empresas y hombres no generen 
los mecanismos y actitudes que se requieren para establecer diálogos entre iguales.

 n El proceso electoral será expresión del conflicto y se sumará a este en su propia dinámica. Las 
mujeres y comunidades tendrán que protegerse para sobrevivirlo. 
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 n Las mujeres están construyendo y avanzando en propuestas de defensa de sus derechos, por eso 
defienden la vida en los territorios.

8. RECOMENDACIONES

 n Las problemáticas que se identifican en este contexto requieren del impulso de debates y acciones 
que salgan del pragmatismo y que posibiliten la construcción de coyunturas favorables para los 
pueblos. 

 n Visualizar la complejidad de lo que se vive en la actualidad requiere de lo que ya ha sido nombrado 
desde hace muchos años: no jerarquizar las luchas, los enfoques, las dimensiones de la realidad; 
escuchar las múltiples voces, construir un sujeto plural en donde todas y todos participen de manera 
real, con sus cuerpos, voces, propuestas. 

 n Es necesario impulsar un proyecto en donde quepan personas, organizaciones, comunidades y 
pueblos, sin entrar en el debate vacío de quién es el sujeto protagónico, porque la realidad requiere 
que se construya un planeta, en donde todas y todos quepan y puedan sobrevivir a la barbarie que 
las empresas están imponiendo a través de la violencia y la contaminación.

 n Se requiere que muchas de las agencias de cooperación internacional dejen de utilizar los discursos 
de los movimientos sociales y de dirigir sus esfuerzos a la resolución de conflictos en sintonía con 
los intereses empresariales de sus respectivos países. La reducción de fondos y de acompañamiento 
solidario a los movimientos sociales que buscan vivir en paz deben ser cuestionados, esperando que 
se reactive el sentido de justicia social para todos los pueblos del mundo. Es necesario denunciar la 
criminalización que se hace de la cooperación que denuncia los desmanes del capital y se requiere 
que sus respectivos gobiernos se separen de la inversión de muerte que hacen en América Latina 
empresas de sus países.
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El presente trabajo da a conocer los antecedentes del extractivismo en 
Guatemala, para comprender la problemática social que está generando en el 
país. Hace un análisis del impacto social, ecológico, cultural, territorial, 
económico y político a raíz de su incursión en la obtención de minerales y 
petróleo, la construcción de hidroeléctricas y la industria de los monocultivos. Da 
a conocer cuáles son las obligaciones tributarias de la industria extractiva. 
Presenta un análisis de los efectos que la actividad extractiva genera en los 
territorios y pueblos afectados, la con�ictividad política generada, así como sus 
consecuencias sociales y económicas. También analiza las diversas estrategias de 
defensa que los pueblos afectados están aplicando para revertir los impactos 
negativos. 

Analiza cómo las organizaciones sociales y los pueblos indígenas afrontan el  
desafío de ser críticos con las consecuencias del extractivismo, generando 
análisis técnicos y políticos que les permita una mejor interpretación de los 
sucesos y cambiar el rumbo de las problemáticas generadas. El país se encuentra 
ante una con�ictividad sin precedentes. Los pueblos, desde sus territorios, están 
diciendo “YA NO MÁS” al saqueo, represión, destrucción de los ecosistemas y los 
recursos naturales; “YA NO MÁS” minería, transnacionales, corrupción. Al mismo 
tiempo demandan: queremos vida, ser escuchados, tomados en cuenta. Que se 
respeten nuestros territorios y nuestra cultura; no ser discriminados, explotados 
y marginados. Quieren un Estado que funcione en bene�cio de toda la población 
y no solo de una minoría.

El propósito de este trabajo es continuar aportando al debate y re�exión en 
temas de trascendental importancia para la vida de los pueblos, como son los de 
la industria extractiva y la gestión ambiental. Con este material esperamos 
promover el conocimiento, intercambio, coordinación y aprendizaje entre las 
organizaciones y movimientos que están interesados en estas temáticas y que 
conjuntamente se encuentren los mecanismos de diálogo necesarios para 
alcanzar una solución que bene�cie a toda la población, sin dañar los 
ecosistemas y la naturaleza en general.


